Comisión de Justicia

H. CONGRESO DEL ESTADO

La Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 87, 88 y 111 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, somete a la consideración de este Alto Cuerpo Colegiado el presente Dictamen, elaborado en base a los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha 03 de noviembre de 2016, el Diputado Miguel Francisco La Torre Sáenz, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presentó Iniciativa con carácter de Decreto, por medio de la cual propone reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

II. La Presidencia del H. Congreso del Estado, en uso de las facultades que le confiere el artículo 75, fracción XIII de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tuvo a bien turnar a esta Comisión de Dictamen Legislativo, la Iniciativa de mérito, a efecto de proceder a su estudio, análisis y elaboración del correspondiente dictamen.

III. La iniciativa de mérito se sustenta en los siguientes argumentos:

“Con la expedición de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, publicada el veintinueve de octubre de dos mil catorce, se hicieron coherentes y armónicas las disposiciones constitucionales con la normativa organizacional; se adecuó dicho ordenamiento a la realidad imperante en la justicia mexicana y a los planteamientos que deben atenderse en un futuro próximo. La legislación orgánica del Poder Judicial del Estado se constituye en las reglas básicas de su organización y operación, así como el funcionamiento de la institución; sin embargo, la marcha cotidiana de los asuntos judiciales, ya sean administrativos o jurisdiccionales, brinda la posibilidad de detectar áreas de oportunidad y visualizar de inmediato su solución, donde algunas de esas soluciones son de carácter legislativo. En efecto:

1.- Las instituciones públicas no actúan de manera aislada, requieren para su adecuado funcionamiento de herramientas que permitan una mejor coordinación, por ello se propone clarificar en el artículo 7 de la Ley, que son auxiliares de la administración de justicia, no solo las autoridades estatales, sino también las de orden federal, municipal u organismos autónomos, a fin de que la labor judicial no se vea limitada u obstaculizada en sus comunicaciones oficiales para obtener la colaboración o auxilio de los diversos entes públicos. Igualmente, en el artículo 7 se agrega que la cuestión de honorarios de los auxiliares de la administración de justicia será aplicable sólo en los casos que proceda. 

2.- El contenido de los artículos 6, 8, 9, 10 y 68 es de carácter procesal, y siendo el objeto de la Ley Orgánica del Poder Judicial regular la estructura orgánica y el funcionamiento del Poder Judicial del Estado de Chihuahua, se considera inadecuado que contenga normas cuya regulación es propia de las leyes procesales. Así, el artículo 6º refiere la obligación de los tribunales que se consideren incompetentes, de practicar las diligencias que no admitan demora o emitir las resoluciones que resulten urgentes, antes de declinar la competencia o declarar la inhibitoria; los artículos 8, 9 y 10, aluden a las correcciones disciplinarias que pueden imponer los jueces dentro de los procesos sometidos a su jurisdicción y a la manera de comunicar a la oficina exactora para que las haga efectivas las multas que impongan como medidas disciplinarias; el artículo 68, dispone que las resoluciones de las salas deberán ser firmadas por sus titulares y, en su caso, autorizadas por el secretario de acuerdos, quien tendrá fe pública en todo lo relativo al ejercicio de su cargo. Todas estas disposiciones son de carácter procesal y no corresponden al objeto de la Ley Orgánica, por lo que se propone derogarlas.

3.- La Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 8,punto número 1 (y la jurisprudencia que se ha desarrollado en torno a ella) y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 116, fracción III, exigen, sin excepción alguna, que quienes desempeñen el cargo de juez en las entidades federativas sean personas competentes (profesional y emocionalmente), independientes (libres de presiones ilegítimas) e imparciales (que no tengan conflictos de intereses en relación con el asunto en el que intervienen). Para que estos principios (competencia, independencia e imparcialidad) se respeten al máximo, es necesario, entre otras cosas, que existan normas que garanticen que los concursos de oposición para seleccionar jueces sean procesos incluyentes, rigurosos en la metodología para obtener los mejores perfiles profesionales, objetivos, imparciales y transparentes. En efecto: 

El Poder Judicial del Estado de Chihuahua, en función de que es el órgano encargado de realizar los nombramientos de jueces y de que es una institución constituida en una democracia, tiene la obligación de escuchar y tomar en cuenta, de manera seria y profunda, las opiniones de los sectores de la sociedad sobre los cuales se proyecta la función judicial y que, por lo tanto, legítimamente están autorizados para opinar al respecto. Piénsese, por ejemplo, en las fiscalías, en las policías, en las barras y colegios de abogados, en las defensorías de oficio, en los tribunales federales (que son los que revisan, mediante el juicio de amparo, las resoluciones de los jueces estatales), en las comisiones de derechos humanos, en las universidades, en los organismos empresariales, en las asociaciones encargadas de proteger los intereses de las víctimas, de imputados, de testigos, en los medios de comunicación, en los organismos de transparencia, etcétera. El propósito de este tipo de inclusión tiene como objeto brindar al Poder Judicial informaciones que difícilmente pueden tenerse en cuenta cuando los procesos de selección de jueces no son incluyentes con la sociedad, o sea: cuando el Poder Judicial, sin ser incluyente, realiza aisladamente los procesos de selección de jueces. Así, por ejemplo: a).- los organismos empresariales pueden dar cuenta de los fenómenos comerciales que se viven actualmente y que, por tal razón, deben formar parte del conocimiento de las autoridades judiciales. b).- la Fiscalía General del Estado, en su carácter de representante del Ministerio Público y de la Policía Estatal Única, puede dar noticia de los fenómenos delincuenciales. Y, c).- las universidades, en cuyo núcleo se encuentran los profesores investigadores, pueden proponer la inclusión de temas novedosos en materia de evaluación y formación judicial. Por otro lado, hecho este ejercicio de inclusión (que, se reitera para mayor claridad, tiene como objeto recabar información de todos los actores sobre los que se proyecta la función judicial), es necesario que existan normas que obliguen al Poder Judicial del Estado para que, sin excepción alguna, establezca métodos de selección de perfiles lo suficientemente serios y rigurosos, con el propósito de que el Pleno de magistrados, al momento de la designación correspondiente, cuente con la mayor y mejor calidad de información posible sobre el perfil profesional de la persona que aspire a juez. En este sentido, es indispensable: 

a).- En primer lugar: que todas las evaluaciones de conocimientos sean rigurosas y que evalúen todos los aspectos que indudablemente deben formar parte del perfil del juez. Sobre este particular, es necesario destacar que, en función de que nos encontramos en un punto en que la metodología de litigio es por medio de audiencia (es decir: lo que comúnmente se conoce como “justicia oral”), es imprescindiblemente necesario que forme parte de las evaluaciones un programa de simulación de audiencias públicas, para así estar en condiciones de verificar los resultados de las evaluaciones y ver cómo se desempeña, en audiencia, el aspirante a juez.

b).- En segundo lugar: que el Pleno del Tribunal Superior de Justicia encomiende la elaboración de los exámenes de conocimiento y el programa de simulación de audiencias a un grupo heterogéneo de funcionarios judiciales (no necesariamente formado exclusivamente por magistrados) que, por razón de trayectoria profesional (experiencia en la solución de controversias judiciales, en el campo de la docencia, en el área de investigación, etcétera), garantice que tales evaluaciones sean lo suficientemente profundas y pertinentes. 

c).- En tercer lugar: que el Poder Judicial realice y llevé a cabo -con el auxilio de las autoridades y profesionales que corresponda- un sistema de resguardo de las evaluaciones (no exclusivamente las de conocimientos sino también las psicológicas y de confianza) para cancelar, al máximo, la posibilidad de que los aspirantes conozcan su contenido. Esto, porque el avance de la tecnología ha traído como consecuencia que sea una cuestión relativamente fácil escuchar comunicaciones privadas y robar información de los sistemas informáticos. Por otra parte, para potenciar al máximo las ideas que hasta este momento han sido expresadas, es necesario que se elabore una norma que exija que el Pleno de magistrados, en todo concurso, establezca una metodología de examinación que garantice que el jurado encargado de seleccionar a los aspirantes que pasen a la ronda de designación por parte del Pleno sean objetivos e imparciales. Para ejemplificar esta cuestión, cabe hacer notar que algunos Poderes Judiciales (principalmente el de Guanajuato) han implementado métodos al respecto. Uno de ellos consiste en que el jurado no tiene acceso a los datos personales del juez cuando, por ejemplo, examina su intervención en una audiencia (en una situación similar de cómo se reciben los testimonios de personas protegidas, el jurado permanece en una sala contigua a la sala en la que tiene lugar la audiencia, observa todo por medio de teleconferencia, la voz del juez se distorsiona y su imagen se oculta). Otro consiste en que las evaluaciones escritas se diseñan para que el examinador no conozca a quién está evaluando. Una tercera consiste en que el grupo de examinadores sea lo suficientemente grande, que exista independencia entre ellos (si existen jueces, que sean inamovibles, si son Secretarios de Sala o de Juzgado, que no participen en comités con sus jefes inmediatos, etcétera), y que las decisiones se tomen, por regla general, por dos terceras partes de sus integrantes. Y, finalmente, también es necesario que se establezca en la ley que las designaciones de los jueces por parte del Pleno se realice por mayoría calificada, esto es, por las dos terceras partes de los magistrados que intervengan en la sesión respectiva. Esto, como es evidente, para generar un mayor diálogo y que, eventualmente, no quede excluido el parecer de las minorías. 

Bien, sentado lo anterior, es necesario justificar -con enfoques jurídicos y sociales concretos- por qué nuestra intervención, desde el punto de vista legislativo, está legitimada y debe realizarse en el momento actual. En efecto:

La Constitución General de la República, en su artículo 116, fracción III, párrafo segundo, exige, en lo que interesa, que las Leyes Orgánicas de los Poderes Judiciales de los Estados (cuya elaboración y reformas corresponde a nosotros como diputados): a).- garanticen la independencia de los jueces. Y, b).- establezcan cómo será el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los poderes judiciales de las entidades federativas. Facultades que, por las razones ya expuestas, deben ejercerse a la luz de los principios hasta aquí expuestos y que tienen que ver con el hecho de que se establezca, en la ley que rige el actuar del Poder Judicial del Estado, un mínimo de requisitos que garanticen que los procesos de selección de jueces serán, en todo momento, transparentes, incluyentes, imparciales, objetivos y profesionales. Por otra parte, actualmente la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado es sumamente vaga respecto de cómo deben realizarse los concursos de oposición para seleccionar jueces y, por lo tanto, está afectando seriamente el desarrollo de la actividad judicial. Solamente se establece, en abstracto, que el ingreso al poder judicial deberá ser profesional, imparcial, por méritos, etcétera, pero no así reglas que garanticen que esos principios se respetarán. El caso ejemplar para clarificar esta deficiencia normativa lo constituye el proceso de selección que actualmente se está llevando a cabo. En efecto, a diferencia de las consideraciones que hasta el momento se han hecho notar, dicho proceso tiene un diseño incuestionablemente irregular, que objetivamente puede conducir a que las designaciones de jueces (que no son pocas: se está concursando aproximadamente setenta plazas) se realicen de manera parcial y subjetiva y que, por lo tanto, los próximos jueces no sean, como lo exige el derecho internacional y el derecho doméstico, competentes, imparciales y objetivos. Por ejemplo:

a).- Dicho proceso no tiene ningún mecanismo para resguardar las evaluaciones de conocimientos, de psicología y de confianza, así como tampoco para garantizar imparcialidad por parte de los comités seleccionadores (el jurado, en todo momento, conoce a qué persona está evaluando). 

b).- Los comités de selección tienen el incentivo para que el Presidente del Tribunal Superior de Justicia controle la decisión sobre quiénes pasarán a la ronda final de designación por parte del Pleno. El primer Comité, que se denomina Comité de Selección y que tiene por objeto realizar la primera evaluación, está conformado por el Presidente del Tribunal, dos subalternos de él, que son el Secretario General y el Director de la Escuela Judicial, y exclusivamente por dos magistrados más, los que, además, ni siquiera se eligen de manera aleatoria. Nótese cómo, en caso de votación, el Presidente del Tribunal, con los votos de sus subalternos, obtiene fácilmente la mayoría necesaria para tomar la decisión. Y el segundo comité, que se denomina subcomité de selección y que tiene por objeto realizar el segundo filtro, está conformado por el Presidente y sus dos subalternos ya mencionados (el Secretario General y el Director de la Escuela Judicial). Exclusivamente se establece como una cuestión potestativa (no obligatoria) la inclusión de más magistrados en ese subcomité. Y tampoco existe regla sobre cómo se elegirán (si se eligen) y qué debe tomarse en cuenta en relación con el perfil. 

c).- A pesar de que todas las materias que conocerán los jueces que serán designados (civil, mercantil, familiar y penal) contemplan la metodología de litigio por medio de audiencia, o justicia oral, el concurso de oposición que se está cuestionando no contempla ningún programa de simulación de audiencias. Sólo establece la elaboración de una resolución y una entrevista.

d).- Además, la designación por parte del Pleno de magistrados se realiza por mayoría simple de sus integrantes. Con lo cual, como es evidente, puede generarse un ejercicio poco serio sobre quiénes serán elegidos y, además, se puede dejar de ponderar la opinión de eventuales minorías. 

e).- Finalmente, debe añadirse: a’).- que las controversias que se susciten durante el concurso son resueltas por comités respecto de los cuales el Presidente del Tribunal también tiene mayoría. Porque él junto con sus subalternos –que tienen voz y voto- superan a los magistrados que forman parte de ellos. Y, b’).- que las reglas de los recursos para impugnar cuestiones del concurso son poco claras. Por citar un ejemplo, hace aproximadamente cinco semanas, múltiples concursantes que actualmente ejercen el cargo de juez de manera provisional denunciaron irregularidades similares a las que han expuesto y, hasta el momento actual (en el que, por ejemplo, uno de los cursos ya lleva tres semanas), ni siquiera se ha dado contestación a ese escrito.

En suma: dicho proceso también fue oscuro porque, antes de que se emitieran las convocatorias, no se realizó consulta pública al resto de actores que, directa o indirectamente, son parte del sistema de administración de justicia o usuarios del servicio. 

En tercer lugar (y ello constituye una de las cuestiones más preocupantes): el proceso de selección descrito ya fue impugnado ante los tribunales federales y, por tanto, constituye la materia de múltiples juicios de amparo indirecto. En efecto, se tiene noticia de que abogados particulares y múltiples asociaciones civiles, de Chihuahua y de Ciudad Juárez, presentaron demandas de amparo indirecto, cuya tramitación ya fue admitida y va a ser estudiada en los próximos meses. Son cuatro juicios de amparo en total. Y, cabe destacar: los argumentos formulados en esas demandas de amparo indirecto guardan relación estrecha con los motivos ya destacados y que tienen que ver con el hecho de que los concursos de oposición del Tribunal difícilmente van a garantizar que los próximos jueces sean competentes, imparciales, objetivos, etcétera. 

Por último: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos admitió -y está estudiando actualmente- una queja interpuesta por la Barra Mexicana Colegio de Abogados de Chihuahua. Queja cuya materia está constituida por el hecho de que específicamente Chihuahua, desde hace aproximadamente seis años, está seleccionando jueces y magistrados parcial y subjetivamente. Sobre este particular, cabe destacar que no es una cuestión poco probable que el caso denunciado se vaya a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, toda vez que: a).- Ya la Comisión Interamericana de Derechos Humanos solicitó a la Misión Permanente de México en la Organización de Estados Americanos (OEA por sus siglas) que informe de qué manera se están seleccionando jueces y magistrados en Chihuahua. Actividad que, sin duda, es poco frecuente por parte de la Comisión y que sólo se ejerce cuando el caso planteado tiene el suficiente mérito. Y, b).- No existe ningún precedente de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el que el núcleo de estudio haya sido la independencia judicial en México. O sea, aunque ya existen varias condenas por diversas irregularidades en el sistema de administración de justicia, nunca se ha estudiado, como fondo del asunto, la independencia judicial en México. Lo que puede generar un incentivo serio para que el caso sea atraído por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Recuérdese, por ejemplo, que así comenzó el estudio del asunto que se conoció como “Campo Algodonero” y en el que Chihuahua hizo responsable al Estado Mexicano por múltiples irregularidades en el contexto de investigación de múltiples delitos de homicidio. Es decir, la actividad e interés que actualmente tiene la Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto del caso de independencia judicial de Chihuahua son similares a las que mostró, hace algunos años, con el caso del “Campo Algodonero”. 

4.- De los servicios previos al juicio: la existencia de estas autoridades está fundada en el abuso sistemático de la prisión preventiva, aunado a la implantación de un sistema penal acusatorio que considera una serie de medidas cautelares diversas a la privación de la libertad. En un informe reciente sobre prisión preventiva en las Américas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos documentó la importancia de que la ley establezca la existencia de medidas cautelares diversas a aquella como un mecanismo fundamental para su racionalización, e igualmente importante es que existan mecanismos para que sean operativas y racionales (CIDH 2013, p. 123). 

Dichos mecanismos se materializan en la existencia de oficinas de evaluación del riesgo procesal y supervisión de medidas cautelares, cuya creación fue recomendada por la misma CIDH. Estas oficinas tienen un carácter administrativo, con dos funciones principales. Una, la “evaluación del riesgo procesal”, que auxilia a las partes en la generación de información veraz y objetiva sobre las condiciones sociales particulares de las personas, con el objetivo de que la autoridad judicial (juez de control) esté en posibilidad de dictar una medida idónea, de acuerdo al caso concreto. 

La segunda función corresponde al área de “supervisión”, que da seguimiento al cumplimiento de medidas judiciales impuestas a quienes enfrentarán su proceso en libertad, con el objetivo de cumplir con los fines del mismo o con las condiciones impuestas vía el mecanismo alternativo de suspensión condicional del proceso (Aguilar y Carrasco 2014). 

Estas oficinas apoyan el cumplimiento de las decisiones judiciales y, sin duda, representan un apoyo al sistema de seguridad ciudadana, ya que contribuyen con la seguridad de la víctima y los testigos, a través de la ejecución de medidas directamente relacionadas con ese riesgo, como lo son la separación del domicilio (típicamente utilizada en situaciones de violencia familiar) o la prohibición de acercarse a alguna persona. 

Por otro lado, la entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales, implicó, como una de sus múltiples consecuencias, la necesidad de adecuar las normativas estaduales a efecto de hacer compatibles las configuraciones orgánicas con los postulados que derivaron de la adopción del modelo propuesto por dicha codificación. 

Tal dinámica llevó a considerar la necesidad de incluir en la ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Chihuahua la figura de los Servicios Previos al Juicio, mediante la adscripción de dicha estructura al poder judicial, lo que se llevó a cabo al momento de la aprobación del ordenamiento en el año de dos mil catorce. 

No obstante lo anterior, mediante reforma publicada el mes de junio del año en curso, se modificó la configuración con que se había contemplado originalmente dicha figura jurídica, para adscribirla en el Poder Ejecutivo, específicamente en la Fiscalía General del Estado, es decir, mediante Decreto 1139-2015 I P.O. publicado en el Periódico Oficial del Estado número 49, del 18 de junio de 2016, que derogó el capítulo correspondiente, mismo que comprendía del artículo 179 al 187. 

Sin embargo, uno de los factores de cumplimiento de esta figura son el abordaje y las técnicas que se aplican en la supervisión, los cuales se enfocan en lo social y no en lo policial, además de su neutralidad. Por lo tanto, es importante mantener la naturaleza mencionada de los servicios previos al juicio, la cual incluye las dos funciones expuestas y los principios que los rigen. Entre los principios internacionales que deben regir a las instituciones que provean evaluación del riesgo procesal y supervisión están los siguientes: imparcialidad, neutralidad, objetividad, subsidiariedad, proporcionalidad, legalidad, dignidad humana, no discriminación, interinstitucionalidad y presunción de inocencia. 

En México, el Código Nacional de Procedimientos Penales, establece, en el artículo 164, que este tipo de programas deben regirse por los principios de neutralidad, objetividad, imparcialidad y confidencialidad. A su vez, el artículo 156 establece que para “determinar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, se podrá́ tomar en consideración el análisis de evaluación de riesgo realizado por personal especializado en la materia, de manera objetiva, imparcial y neutral en términos de la legislación aplicable”. Ambos artículos claramente establecen la imparcialidad, neutralidad y objetividad como ejes rectores de los servicios previos al juicio. Los principios de imparcialidad y neutralidad son especialmente relevantes para la ubicación orgánica de este tipo de oficinas, y para protegerlos estas NO deben pertenecer a la estructura de las procuradurías/fiscalías, ni a las defensorías públicas, pues dado que estas son las partes en el proceso penal, ubicar los servicios previos al juicio en alguna de ellas desvirtuaría su naturaleza. Este es el espíritu que el Código Nacional de Procedimientos Penales ha recogido a través de los principios que establece sobre la autoridad de supervisión. 

Además de la ubicación institucional, es importante señalar que el perfil de los operadores de las oficinas de evaluación y supervisión debe ser altamente profesional, así́ como mantener la información en estricta confidencialidad. Es decir, han de contar con título de carreras relacionadas con trabajo social, psicología, criminología o derecho, y aprobar una serie de exámenes y filtros, pues las funciones que realizan son delicadas y las ejercen desde un abordaje de carácter social y de acercamiento a la comunidad, y no de forma reactiva ni confrontativa. 

Por su naturaleza, la policía procesal debe ser desvinculada de la función de evaluación y supervisión de medidas cautelares y suspensión condicional del proceso. Sin embargo, pueden establecerse protocolos de coordinación con dicha corporación y otros cuerpos de seguridad para realizar ciertas funciones. Lo anterior, lleva a los autores de la presente iniciativa a tomar la decisión de excluir dicha figura del ámbito de la Fiscalía General del Estado, razón por la cual se propone retomar la idea Servicios Previos a Juicio, mediante su reincorporación como órgano adscrito al Poder Judicial del Estado. Lo anterior, en virtud de que se considera que la prestación de dicho servicio puede ser debidamente desarrollada si se adopta en el ámbito del Poder Judicial … En consecuencia, se propone reformar los artículos del 179 al 187, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, para efecto de retomar el articulado original, con la inclusión de diversas modificaciones en los artículos 183, 185, 186 y 187, por los cuales se puntualiza: posibilidad de contar con representación en distintas regiones según las necesidades del Estado; vinculación directa con las partes en el proceso penal, mediante informes, notificaciones y documentación. 

5.- En cuanto al máximo órgano del Poder Judicial, esto es, el Pleno integrado por los Magistrados, cuya función primordial es, justamente, que a través de sus facultades garanticen la materialización de los principios sobre los que se desenvuelve la actividad jurisdiccional, tales como la imparcialidad, objetividad y máxima transparencia; su Presidencia debe estar integrada por uno de sus miembros que tenga pleno conocimiento y experiencia sobre el acontecer dentro de los tribunales y órganos que integran ese poder, de ahí, se propone que su titular tenga cuando menos cinco años ininterrumpidos, como Magistrado, temporalidad que, con base en la experiencia, se considera suficiente para garantizar tales fines. Asimismo, y en aras de que exista una rotación de la titularidad en la Presidencia y así se evite, en la mayor medida de lo posible un matiz político en tal función, se propone que el plazo de dicho encargo sea de tres años, con posibilidad de una reelección inmediata.”
IV. La iniciativa propuesta por el Diputado Miguel Francisco La Torre Sáenz, expone realizar reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial, de la siguiente manera:

	TEXTO ORGÁNICO VIGENTE
	PROPUESTA DE REFORMA

	ARTÍCULO 6. Los tribunales del Poder Judicial estarán expeditos para administrar justicia pronta y gratuita dentro de los plazos y en los términos que establezcan las leyes. Cualquier juez del Estado que conozca de un asunto que no sea de su competencia, solamente podrá declinarla o declarar la inhibitoria una vez que haya practicado las diligencias que no admitan demora o emitido las resoluciones que resulten urgentes, las que habrán de realizarse conforme a las leyes que regulen el caso.
	ARTÍCULO 6. Se deroga.

	
	

	ARTÍCULO 7. Son auxiliares de la administración de justicia y están obligados a cumplir las órdenes que, en ejercicio de sus atribuciones legales, les dirijan los magistrados y jueces:

Fracción I. Los servidores públicos del Estado, sin importar su rango y jerarquía.

Fracciones II a X. …...

Los auxiliares de impartición de justicia se regirán por las leyes respectivas en cuanto a los requisitos y condiciones para el ejercicio de sus funciones. En tanto que, los honorarios constituirán una equitativa retribución, pero en ningún caso podrán significar una carga excesiva para los que soliciten la prestación del servicio; por lo cual, su importe deberá ser fijado por la autoridad judicial, de acuerdo a las reglas y consideraciones que dispongan las leyes.

Será la Comisión, el órgano encargado de integrar y actualizar el cuerpo de auxiliares de la administración de justicia que hayan de fungir ante los órganos del Poder Judicial en las materias que estime necesarias.
	ARTÍCULO 7. Son auxiliares de la administración de justicia y están obligados a cumplir las órdenes que, en ejercicio de sus atribuciones legales, les dirijan los magistrados y jueces: 

Fracción I. Los servidores públicos de la Federación, Estado y municipios, de cualquiera de los órdenes de gobierno u organismos autónomos, sin importar su rango y jerarquía. 

Fracciones II a X. …...

Los auxiliares de impartición de justicia se regirán por las leyes respectivas en cuanto a los requisitos y condiciones para el ejercicio de sus funciones.

En su caso, cuando procedan, los honorarios constituirán una equitativa retribución, pero en ningún caso podrán significar una carga excesiva para los que soliciten la prestación del servicio; por lo cual, su importe deberá ser fijado por la autoridad judicial, de acuerdo a las reglas y consideraciones que dispongan las leyes. 

Será la Comisión, el órgano encargado de integrar y actualizar el cuerpo de auxiliares de la administración de justicia que hayan de fungir ante los órganos del Poder Judicial en las materias que estime necesarias.

	
	

	ARTÍCULO 8. Los magistrados y jueces tienen el deber de mantener el orden de los debates judiciales y de exigir que las partes, sus representantes y abogados, les guarden y se guarden entre sí el respeto y consideración correspondientes, lo mismo que a las autoridades cuyos actos sean materia de la instancia o petición, o aquellas que por cualquier otro motivo fueren aludidas en los escritos o audiencias. Corregirán las faltas que se cometieren imponiéndole al responsable una corrección disciplinaria, e incluso hacer uso de la fuerza pública si lo amerita el caso. Si las faltas llegaren a ser constitutivas de delitos, se dará vista al Ministerio Público
	ARTÍCULO 8. Se deroga.

	
	

	ARTÍCULO 9. Son medidas de corrección disciplinaria, las siguientes: 

I. Amonestación. 

II. Multa de hasta cien veces el salario mínimo. Tratándose de jornaleros u obreros, la multa no podrá exceder de su jornal o salario de un día de trabajo.

III. Auxilio de la fuerza pública. 

IV. Arresto hasta por treinta y seis horas. 
	ARTÍCULO 9. Se deroga.

	
	

	ARTÍCULO 10. Siempre que las autoridades judiciales, en el ejercicio de sus facultades, impongan multas como medidas disciplinarias, se comunicará a la oficina exactora relativa para que las haga efectivas.
	ARTÍCULO 10. Se deroga.

	
	

	ARTÍCULO 42. Son facultades del Pleno, además de las establecidas en el artículo 109 de la Constitución, las siguientes: 

Fracciones I a V…..

Fracción VI. Nombrar, cesar o cambiar de adscripción a jueces, así como a secretarios, notificadores y funcionarios del Tribunal, salvo aquellos que cuyo nombramiento corresponda a diverso funcionario u órgano. 

Fracción  VII. Ratificar a los jueces de primera instancia. 

Fracciones VIII a XXXIV…….

	ARTÍCULO 42. Son facultades del Pleno, además de las establecidas en el artículo 109 de la Constitución, las siguientes: 

Fracciones I a V…..

Fracción VI.- Nombrar, cesar o cambiar de adscripción, por dos terceras partes de sus integrantes que comparezcan a la sesión respectiva, a jueces, así como a secretarios, notificadores y funcionarios del Tribunal, salvo aquellos que cuyo nombramiento corresponda a diverso funcionario u órgano. 

Fracción VII.- Ratificar, por dos terceras partes de sus integrantes que comparezcan a la sesión respectiva, a los jueces de primera instancia. 

Fracciones VIII a XXXIV…….


	
	

	ARTÍCULO 68. Las resoluciones de las salas deberán ser firmadas por sus titulares y, en su caso, autorizadas por el secretario de acuerdos, quien tendrá fe pública en todo lo relativo al ejercicio de su cargo.
	ARTÍCULO 68. Se deroga.

	
	

	ARTÍCULO 128. Las designaciones de jueces que deban hacerse en las plazas vacantes, de carácter definitivo, deberán ser cubiertas mediante concurso de oposición que fije la Comisión, el cual será público. 

Los concursos de oposición se sujetarán al procedimiento establecido en el Estatuto y a los lineamientos generales que para tales efectos expida el Pleno.
	ARTÍCULO 128. Las designaciones de jueces que deban hacerse en las plazas vacantes, de carácter definitivo, deberán ser cubiertas mediante concurso de oposición, el cual será público y deberá ajustarse, sin excepción alguna y como mínimo, a la totalidad de las disposiciones establecidas en este precepto. 

Previamente a que tenga lugar cualquier concurso de oposición que tenga por objeto la adscripción de nuevos jueces se deberá abrir, de manera inevitable, un intervalo de quince días hábiles para el efecto de que la sociedad y las instituciones de gobierno interesadas realicen, con carácter orientador, propuestas en relación con el concurso. Al efecto, el Pleno, por conducto de las dos terceras partes de sus integrantes, deberá aprobar el documento en el que se convoque a la sociedad y a las instituciones gubernamentales a formular propuestas. En el entendido de que dicho documento deberá ser publicado en el Periódico Oficial del Estado y en la prensa local de mayor difusión. Se tendrá como primer día del intervalo de quince a que se refiere este párrafo el primer día hábil siguiente a que se haya realizado la publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

Todos los concursos de oposición que tengan como propósito la adscripción de jueces de primera instancia deberán contar, inevitablemente, con los siguientes requisitos: 

I. Con una metodología que garantice, al máximo posible, que los aspirantes no tendrán acceso al contenido de las evaluaciones antes de su aplicación respectiva. Por evaluaciones deben entenderse todos los exámenes que tengan por objeto evaluar el perfil y la capacidad del aspirante.

II. Con mecanismos tendentes a garantizar que los funcionarios judiciales a quienes se encomiende la selección de aspirantes, como jurado y de cara a la designación del Pleno, tomen sus decisiones de manera objetiva e imparcial. Queda prohibida, en absoluto, la integración de órganos de selección en los que uno o varios de sus integrantes, por cualquier razón, tenga ventaja sobre el resto de sus integrantes. 

III.-Si una o varias de las materias que conocerá el aspirante a juez en caso de ser elegido tiene metodología de litigio a través de audiencia, el concurso de oposición deberá contar con un programa, serio y profundo, de simulación de audiencias, las cuales serán públicas. 

IV.- El Pleno, por conducto de las dos terceras partes de los miembros que comparezcan a la sesión respectiva, deberá elegir un grupo de funcionarios judiciales para la elaboración delos exámenes de conocimientos y del programa de simulación de audiencias. El órgano colegiado a que se refiere este párrafo quedará integrado por siete miembros: el Presidente del Tribunal, tres magistrados elegidos por medio de insaculación según el ramo a evaluar, y tres funcionarios judiciales más, que deberán ser propuestos y aprobados por las dos terceras partes de los integrantes del Pleno que comparezcan a la sesión respectiva. Para la selección del perfil de este último grupo de funcionarios judiciales se deberá tomar en cuenta, como base fundamental, la trayectoria profesional, las aportaciones en materia académica y el prestigio profesional. Las decisiones que tome este cuerpo colegiado se tomarán por mayoría calificada, esto es, por dos terceras partes de sus miembros. 

V.- Todo concurso de oposición deberá contar con un curso de preparación.

VI.- El Pleno, por conducto de las dos terceras partes de los magistrados que comparezcan a la sesión, deberá establecer: quiénes serán los profesores del concurso de oposición, quiénes revisarán los exámenes de conocimientos y quiénes fungirán como jurados en los programas de simulación de audiencias. La propuesta de los profesores, encargados de revisar exámenes de conocimientos y jurados del programa de simulación de audiencias deberá ser realizada por los miembros del órgano colegiado señalado en la fracción IV de este precepto. Propuesta cuya autorización corresponde exclusivamente al Pleno, por medio de las dos terceras partes de los magistrados que acudan a la sesión respectiva.

VII.- Queda prohibido, absolutamente, tasar los resultados de las evaluaciones psicométricas y de confianza. 

Las tareas de elaborar la metodología de resguardo de las evaluaciones y los mecanismos para garantizar objetividad e imparcialidad a que se refieren las fracciones I y II de este artículo es facultad exclusiva del Pleno. En efecto, por conducto de las dos terceras partes de los magistrados que comparezcan a la sesión de que se trate, el Pleno establecerá cuáles serán las disposiciones para dar cumplimiento a lo dispuesto en materia de resguardo de exámenes y de imparcialidad y objetividad por parte de los jurados. 

El proyecto de concurso de oposición deberá ser realizado por la Comisión. Y su aprobación corresponde exclusivamente al Pleno del Tribunal, por conducto de las dos terceras partes de los magistrados que comparezcan a la sesión de que se trate.

Cualquier disposición que contravenga lo dispuesto en este artículo, se considerará nula. 



	
	

	ARTÍCULO 129. La organización y aplicación de los exámenes de aptitud para los funcionarios públicos a que se refiere este Título, distintos de los magistrados, estarán a cargo del Instituto en términos de las bases que determine la Comisión y de conformidad con lo que disponen esta Ley y el Estatuto de Carrera Judicial. 
	ARTÍCULO 129. Se deroga.

	
	

	ARTÍCULO 130. El jurado encargado de aplicar los instrumentos de evaluación en los concursos de oposición será integrado por la Comisión, o por quien esta designe. En cualquier caso, podrá solicitar la participación de magistrados o jueces de la materia para la que se evalúan los cargos.
	ARTÍCULO 130. Se deroga.

	
	

	CAPÍTULO TERCERO DEL INSTITUTO DE SERVICIOS PREVIOS AL JUICIO [Capítulo Derogado con sus artículos 179, 180, 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187; mediante Decreto No. 1139-2015 I P.O. publicado en el P.O.E. No. 49 del 18 de junio de 2016] 

ARTÍCULO 179. Derogado.
	ARTÍCULO 179.Corresponde al Tribunal la evaluación de los riesgos que, para el proceso y sus intervinientes, representen los imputados; la supervisión y seguimiento de las medidas cautelares distintas a la prisión preventiva, así como el cumplimiento de las condiciones establecidas a los imputados en la suspensión del proceso a prueba, las cuales estarán a cargo del Instituto de Servicios Previos al Juicio.


	
	

	ARTÍCULO 180. Derogado.
	ARTÍCULO 180. El Instituto es el órgano desconcentrado del Poder Judicial, con autonomía técnica, encargado de ejercer las funciones señaladas en el artículo que antecede. Asimismo, le corresponde diseñar, aplicar y, en su caso, coordinar, estrategias, planes y programas para cumplir con sus atribuciones, todo ello acorde a lo que las leyes de la materia prevean. Para el ejercicio de sus funciones, el Instituto podrá celebrar convenios con instituciones de carácter público o privado.



	
	

	ARTÍCULO 181. Derogado
	ARTÍCULO 181. El Instituto se regirá por los principios de presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, subsidiariedad, proporcionalidad, confidencialidad, legalidad, dignidad, obligatoriedad, responsabilidad e interinstitucionalidad. 

	
	

	ARTÍCULO 182. Derogado.
	ARTÍCULO 182. El Instituto ejercerá sus atribuciones por conducto de un director, subdirectores, coordinadores de área y demás personal necesario para atender a la población estatal y que autorice la Comisión de conformidad con el presupuesto. A esta corresponderá la facultad de nombramiento a propuesta del Presidente y deberá atender a la propuesta que realicen los expertos en ese tema. 



	
	

	ARTÍCULO 183. Derogado.
	ARTÍCULO 183. El Instituto tendrá su sede en la ciudad de Chihuahua y contará con oficinas en sedes regionales de acuerdo a las necesidades o requerimientos del Estado. 



	
	

	ARTÍCULO 184. Derogado
	ARTÍCULO 184. El Director del Instituto y los titulares de las unidades desconcentradas podrán solicitar a cualquier autoridad, siempre y cuando no exista disposición en contrario, información inherente a sus funciones, la cual se deberá manejar sobre las bases de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de Chihuahua y su similar de carácter federal, según sea el caso. 



	
	

	ARTÍCULO 185. Derogado.
	ARTÍCULO 185. Toda autoridad está obligada a colaborar con los funcionarios del Instituto de Servicios Previos al Juicio. Solamente por cuestiones de seguridad podrá ser negado el auxilio. De igual forma el cuerpo policíaco o la autoridad investigadora que sea la responsable de la detención de una persona, deberá facilitar el acceso inmediato con el detenido y la carpeta de investigación, a efecto de que se desarrollen los procesos inherentes a las funciones del Instituto. 



	
	

	ARTÍCULO 186. Derogado.
	ARTÍCULO 186. El Instituto de Servicios Previos al Juicio deberá enviar los reportes de evaluación de riesgos procesales antes de comenzar la audiencia inicial, al ministerio público y a la defensa, quienes deberán recibirlos. De igual forma, deberá enviar informes o los documentos necesarios a las partes para la imposición, modificación, sustitución o revocación de medidas cautelares o suspensión condicional del proceso. El Ministerio Público y la defensa, deberán recibir los reportes y la demás información que el Instituto de Servicios Previos al Juicio genere en el ejercicio de sus funciones. 



	
	

	ARTÍCULO 187. Derogado.
	ARTÍCULO 187. Cuando un Juez haya impuesto alguna medida cautelar distinta a la prisión preventiva o haya aprobado la suspensión condicional del proceso dentro de una causa, deberá notificar la decisión al Instituto de Servicios Previos al Juicio, a efecto de que inicie la supervisión del imputado. En caso de incumplimiento de alguna o de la totalidad de las medidas cautelares, el Instituto deberá notificar a las partes. Tratándose de incumplimiento de las condiciones establecidas al imputado durante la suspensión condicional del proceso, el Instituto deberá notificarlo tanto a las partes como al Juez que las decretó. 



	
	

	ARTÍCULO 44. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia lo será también del Pleno y no integrará sala. Durará en su encargo cuatro años, concluyendo su ejercicio el cuatro de octubre del año que corresponda, con la posibilidad de ser reelecto. Su elección se hará de entre los magistrados, por mayoría de votos de los integrantes presentes del Pleno, en sesión que para ese único objeto se celebre el cinco de octubre del año en que corresponda la elección. [Párrafo reformado mediante Decreto No. 868-2015 II P.O. publicado en el P.O.E. No. 39 del 16 de mayo de 2015] 
El día de la elección y hasta antes de que se conozca el resultado de la misma, la Presidencia se ejercerá interinamente por el magistrado que corresponda, en el orden señalado en la fracción II, del artículo 260. 
En la designación de Presidente, ningún magistrado tendrá voto de calidad, en caso de empate, se realizará una segunda votación con los candidatos que obtuvieron igualdad de votos. Si ninguno obtiene mayoría, de entre estos se elegirá Presidente al magistrado de mayor antigüedad en el cargo y, en igualdad de condiciones, al mayor de edad.
	ARTÍCULO 44. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia lo será también del Pleno y no integrará Sala. Durará en su encargo tres años, pudiendo ser reelecto para el periodo inmediato siguiente, por una ocasión. Su elección se hará de entre los magistrados, por el voto delas dos terceras partes de los integrantes presentes del Pleno. 

Para ser elegido Presidente se requiere haber desempeñado el cargo de magistrado durante un periodo mínimo de cinco años ininterrumpidos. Lapso, el inmediato anterior, cuya computación se hará a partir de que el magistrado haya sido nombrado, de manera definitiva, por el Congreso del Estado. Para los efectos de este cómputo, la reelección no implica un nuevo nombramiento sino la prolongación del nombramiento definitivo.

El día de la elección y hasta antes de que se conozca el resultado de la misma, la Presidencia se ejercerá interinamente por el magistrado de más antigüedad en el cargo. 

En la designación de Presidente, ningún magistrado tendrá voto de calidad, en caso de empate, se realizará una segunda votación con los candidatos que obtuvieron igualdad de votos. Si ninguno obtiene mayoría, de entre estos se elegirá Presidente al magistrado de mayor antigüedad en el cargo y, en igualdad de condiciones, al mayor de edad.



	
	

	
	TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO. El período del actual presidente concluye al entrar en vigor el presente Decreto, por lo que el Pleno sesionará dentro de las siguientes cuarenta y ocho horas para hacer la designación del Presidente. Las funciones de Presidente, inmediatamente después de que entre en vigor este decreto, serán asumidas por el magistrado decano, quien se encargará de convocar al Pleno y realizar la sesión en la que se elija al nuevo Presidente del Tribunal. En caso de que, por cualquier razón, no se lleve a cabo la designación de presidente dentro de las cuarenta y ocho horas, el magistrado decano asumirá la presidencia por el tiempo que sea necesario y hasta que la elección del nuevo Presidente se realice. 

ARTÍCULO TERCERO.- Los procesos de selección de jueces y las designaciones con las que éstos pudieren concluir deberán seguirse realizando en los términos de este ordenamiento jurídico. 

ARTÍCULO CUARTO.- Cualquier proceso de selección de jueces que se esté llevando a cabo en el momento de iniciación de la vigencia del presente decreto, deberá reponerse para el efecto de que se dé cumplimiento absoluto a lo dispuesto en este decreto.

ARTÍCULO QUINTO.- El Consejo de la Judicatura Estatal no asumirá absolutamente ninguna función hasta que quede integrado de manera total.

ARTÍCULO SEXTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 




Ahora bien, al entrar al estudio y análisis de la iniciativa en comento, quienes integramos la Comisión de Justicia, formulamos las siguientes:

CONSIDERACIONES

I. El H. Congreso del Estado, a través de esta Comisión de Dictamen Legislativo, es competente para conocer y resolver sobre la iniciativa de antecedentes, según lo dispuesto por los artículos 57 y 58 de la Constitución Política del Estado; así como en los numerales 87, 88 y 111 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.
II. La Iniciativa presentada por el Diputado Miguel Francisco La Torre Sáenz, hace un análisis sobre la impartición de justicia en el Estado y propone reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, cuyo fin primordial es dotar de un mayor y mejor equilibrio a los Poderes de nuestra entidad, ya que es de sumo interés que la sociedad cuente con un sistema judicial que permita a sus ciudadanos acceder a una justicia pronta y expedita como parte de uno de los derechos más importantes e inherentes al ser humano. En esta ardua labor, el sistema judicial requiere de una reingeniería que fortalezca el funcionamiento del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Chihuahua, situación que ineludiblemente se debe normar a partir de una actualización a su marco jurídico, de forma específica en los contenidos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
En tal virtud, quienes integramos esta Comisión consideramos oportuno hacer un breve análisis y descripción de las propuestas, bajo el ánimo de vincular la aplicación normativa.

1. Por lo que respecta a la propuesta de hacer más eficiente la labor judicial, a fin de que esta no se vea limitada u obstaculizada en sus comunicaciones oficiales, mediante la obtención de colaboración o auxilio de los diversos entes públicos, proponiendo una reforma al artículo 7 en sus fracciones VII y X de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. En este tenor, consideramos que la iniciativa representa una gran aportación toda vez que la seguridad pública es preocupación fundamental de la sociedad chihuahuense y constituye un reclamo al que se ha dado respuesta mediante la creación de un Sistema Nacional en la materia, al cual, sin duda alguna, pertenece el Poder Judicial, tanto Federal como el de cada una de las Entidades Federativas. En este sentido el Plan Nacional requiere de la adecuada coordinación de todas las instancias. En esta misma razón, consideramos oportuno prever instituciones que con anterioridad no se contemplaban, bajo el rubro de Órganos Auxiliares en la Administración de Justicia, entre las que se incluye, no solo las autoridades estatales, sino también las de orden federal, municipal u organismos autónomos. Con esto se colma la pretensión del legislador en el sentido de que otros órganos técnicos pudieran servir a la Administración de Justicia, como auxiliares.
Por lo que respecta a los honorarios de los auxiliares de la administración de justicia, surge de una necesidad verdadera, pues quienes están inmersos en el ejercicio profesional del derecho, son testigos de la inﬁnidad de carreras, técnicas u oﬁcios que inciden en la administración de justicia. Si bien, el artículo 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la entidad establece que los auxiliares de justicia, en la prestación de sus servicios, devengarán los honorarios de acuerdo a las reglas y consideraciones que establezcan las leyes aplicables, cabe mencionar que no existen criterios para ﬁjar dichos emolumentos, además, las leyes o aranceles a los que se hace referencia resultan inaplicables. 
Dicho así, la carencia de un marco jurídico aplicable a las condiciones actuales, genera inseguridad, tanto al auxiliar de la justicia que presta su servicios, el cual no tiene una base legal para el cobro de sus respectivos emolumentos, así como para el justiciable, el cual no tiene la certeza de la cantidad que habrá de cubrir por el dictamen correspondiente. Por ello resulta imperante establecer un esquema que permita ﬁjar retribuciones de acuerdo con la disponibilidad de recursos, conforme a una base que garantice la justa retribución de los especialistas en las diversas materias, así como impedir el abuso de su cobro y con ello contribuir al fortalecimiento de su labor en la administración de justicia. 
Esta situación obliga a sostener que las necesidades actuales que enfrenta el Poder Judicial del Estado, específicamente el Tribunal Superior de Justicia, se centran en hacer más efectivo el cumplimiento de los principios de brindar una justicia pronta, completa, gratuita e imparcial, situación por la cual es menester que se reglamenten debidamente los casos en los que procedan los honorarios. 

2. Respecto de la intención de derogar los artículos los artículos 6, 8, 9, 10 y 68 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, esta Comisión considera que resulta total y absolutamente procedente. Efectivamente, en lo concerniente al artículo 6, esta Comisión encuentra acertado el razonamiento consistente en que, en la especie, se trata de materia procesal ajena al cuerpo de normas sujeto al proceso legislativo y sobre el que hoy se dictamina, por lo que es procedente su derogación. En cuanto a los numerales 8, 9 y 10, efectivamente resulta su contenido en correcciones e imposiciones disciplinarias y el diverso dispositivo 68 establece que las resoluciones de las salas deberán ser firmadas por sus titulares y en su caso por el secretario de acuerdo quien tendrá fe pública, y siendo que todas las invocadas disposiciones efectivamente corresponden a la materia adjetiva, por lo que resulta conveniente derogarlas.

3. En relación a la propuesta de reformar los artículos 42, en sus fracciones VI y VII, así como el 128 y derogar los artículos 129 y 130 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para construir un nuevo mecanismo de designación, dentro de un adecuado proceso de designación de los miembros del poder judicial, que sea transparente y garantice la igualdad de los candidatos, lo que es garantía fundamental para su independencia. Bajo esta óptica consideramos constituye un asunto privilegiado que merece especial atención, toda vez que la vigencia de los derechos y libertades en un sistema democrático requiere un orden jurídico e institucional en el que las leyes prevalezcan sobre la voluntad de los gobernantes, vale decir, presupone el respeto del Estado de Derecho. A su vez, uno de los principios que caracteriza a un Estado de Derecho es la separación e independencia de los poderes públicos como elemento esencial de la democracia.

Tomando en cuenta el marco constitucional, esta Comisión ha examinado si  existen las suficientes garantías para afianzar la independencia del poder judicial frente a otros poderes públicos en nuestro Estado, particularmente el Ejecutivo. En este sentido, la Comisión ha manifestado su preocupación por aspectos que afectan la independencia e imparcialidad del poder judicial, en particular por los altos porcentajes de jueces en situación de provisionalidad y el incumplimiento de algunos de los procedimientos legales y constitucionales en el proceso para su designación y destitución. No es desconocida la injerencia del poder ejecutivo en las decisiones judiciales.

Al respecto, la Comisión Interamericana ha establecido que, entre las garantías necesarias para asegurar el cumplimiento adecuado e independiente de las funciones judiciales se encuentran los mecanismos de designación de los jueces, la estabilidad en su cargo y la capacitación profesional adecuada. Asimismo, se requiere que los tribunales sean autónomos de otras ramas del gobierno, esto es, que estén libres de influencias, amenazas o interferencias de cualquier origen.

En el mismo sentido, según la jurisprudencia de la Corte Interamericana y de la Corte Europea, así como de conformidad con los Principios Básicos de las Naciones Unidas Relativos a la Independencia de la Judicatura, las siguientes garantías se derivan de la independencia judicial: un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantía contra presiones externas. En el presente, la Comisión aborda estas tres garantías para adecuar el marco del derecho a un poder judicial independiente y toda vez que la sociedad busca, para su existencia y desarrollo, construirse y organizarse con sistemas normativos que le garanticen vivir en un estado de Derecho. Para ello, se sustenta en una clara división del Poder Público, en donde se precisen competencias, razón y ser de todo sistema democrático. 

La Corte Interamericana también ha destacado que uno de los objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos es la garantía de la independencia de los jueces. Ciertamente, uno de los elementos esenciales para prevenir el abuso de poder por parte de otros órganos del Estado es el funcionamiento adecuado del poder judicial. Un poder judicial independiente es indispensable como contralor de la constitucionalidad de los actos de otros poderes del Estado, así como órgano encargado de administrar justicia.
La solidez de las instituciones de justicia y del Estado de Derecho, en cualquier país, constituyen la base del buen funcionamiento de las instituciones políticas y de los procedimientos democráticos. Hoy día, el desarrollo debe sustentarse en mayores niveles de equidad y de acceso de todas las personas a las oportunidades. Estas condiciones de equidad, participación y seguridad suponen la existencia de instituciones públicas fuertes, ágiles, transparentes y eficaces.

Así pues, el Poder Judicial representa el guardián indiscutible de la Legislación, el protector de los derechos fundamentales y el árbitro que dirime controversias, generando un equilibrio que es necesario para el desarrollo de la vida en sociedad. Su papel primordial, lo constituye el ser intérprete final de los principios y valores contenidos en nuestras leyes y, en ese sentido controlar la regularidad constitucional de los actos y disposiciones de las autoridades, por tanto, es indispensable como contralor de la constitucionalidad de los actos de otros poderes del Estado, así también como órgano encargado de administrar justicia.

Al respecto, la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos ha establecido que, entre las garantías necesarias para asegurar el cumplimiento adecuado e independiente de las funciones judiciales se encuentran los mecanismos de asignación de los jueces y magistrados, la estabilidad en su cargo y la capacitación profesional adecuada. Así mismo, se requiere que los tribunales sean autónomos de otras ramas del gobierno, esto es, que estén libres de influencias, amenazas o interferencias de cualquier origen.

En este sentido es dable destacar que la inercia nacional y mundial, en efecto, tiende a fomentar la profesionalización de los órganos jurisdiccionales, no solo en su conformación sino además en su funcionamiento, de tal suerte que con ello se logre dar cabal cumplimiento a los principios de imparcialidad, objetividad y, sobre todo, transparencia, consagrados en nuestra legislación.

En concordancia con tal visión, este órgano dictaminador considera que resulta conveniente eliminar los obstáculos que actualmente limitan a esa profesionalización y, en todo caso, fortalecer los mecanismos de designación de los integrantes del Poder Judicial del Estado, partiendo del clamor ciudadano que exige una mayor transparencia en los Poderes del Estado, situación a la que no escapa el Poder Judicial en Chihuahua. A este le toca fortalecerse en su organización para alcanzar los postulados del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece que: “… toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por Tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial…”.

Para ello, la Ley Orgánica del Poder Judicial debe revisarse continuamente, a fin de alcanzar los objetivos constitucionales señalados en cuanto a la Administración de Justicia. Más aún, en un Estado que crece continuamente, que tiene problemas añejos y nuevos, en donde deben atenderse requerimientos de seguridad pública, educación, salud, fuentes de trabajo, vivienda, entre otros; igualmente debe atenderse el rezago material a fin de mejorar en lo posible la Administración de Justicia en el Estado de Chihuahua.

En tanto, la iniciativa de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado tiende a estructurar adecuadamente la conformación de los órganos que integran al Poder que regula, delimitando sus funciones, proveyéndolo de mayor autonomía para determinar sobre su labor y administración, actualizando áreas para el mejor desarrollo de la función que le es propia.

No debemos olvidar que el Poder Judicial de nuestra entidad tiene grandes retos en materia de impartición de justicia, pues tiene a su cargo el despliegue de diversas funciones que en favor de la ciudadanía tiene como responsabilidad; desde organizar mejor su estructura e integración, relacionadas estas con su competencia para atender de forma adecuada las demandas de la propia ciudadanía, de perfeccionar sus procesos, entre otros importantes temas, sin dejar de lado el hecho de que las necesidades propias del Poder Judicial no están apartadas del crecimiento vertiginoso que siempre ha mostrado nuestro Estado.

Uno de los factores que inciden en el crecimiento de las exigencias del Poder Judicial de nuestra entidad, sin duda alguna es la constante, intrincada e indignante intromisión del titular del Poder Ejecutivo sobre el Poder Judicial mayormente evidenciada en la pasada administración gubernamental. Basta recordar que con fecha 22 de septiembre del año 2016, se aprobó por este Órgano Colegiado una reforma a la Constitución Política del Estado de Chihuahua, a efecto de modificar de manera determinante el proceso de nombramiento de los integrantes del Poder Judicial, lo que propició, lejos de abrir camino para el mejoramiento del Estado de Derecho, la democracia y un mayor respeto para los derechos humanos, una serie de inconformidades por quienes integran dicho Poder. 

En mérito de abonar a la mal lograda reforma impulsada, tenemos ahora la oportunidad de renovar por un lado, el procedimiento de designación de Jueces del Poder Judicial del Estado, así como también revertir aquellos aspectos negativos de la Ley, tales como la opacidad respecto de cómo deben realizarse los concursos de oposición para seleccionar jueces, y la omisión de la reglamentación que a la postre garantice que el ingreso al poder judicial deba ser en principio profesional, imparcial, por méritos, etcétera.
La práctica de lo anterior ha sido la incubadora de una cascada de sucesos y hechos inéditos al interior del Poder Judicial, en su detrimento, pues hemos constatado como a lo largo de varias administraciones gubernamentales, sobre todo la anterior, el Poder Judicial ha sido invadido y mal utilizado por los intereses políticos del grupo de poder en turno, al grado de manipular y chantajear al Poder Legislativo del Estado para Ilevar a cabo diversas reformas constitucionales y orgánicas del Poder Judicial para forzar la incorporación en la Presidencia del Tribunal Superior de Justicia del Estado a individuos o personas que atienden a esos intereses políticos, sin contar con carrera judicial previa, reconocida o experiencia en el ámbito.

En efecto, en estas últimas designaciones de Magistrados realizadas se incorporaron personas sin el perfil, ni los conocimientos, ni los méritos suficientes, ni la carrera judicial que se requiere para realizar esta loable función. Por el contrario, se eliminó dentro del proceso el examen de conocimientos, mientras que en la selección de candidatos a formar parte de las ternas, de las que se eligieron las personas que quedaron designadas como Magistrados, no hubo transparencia, pues se desconoce a ciencia cierta cuáles fueron los criterios de selección, ni tampoco los criterios para designar a quienes hoy ocupan dichos cargos, por lo que no se cumplió con los mínimos estándares internacionales considerados.
Derivado de lo anterior, la Barra Mexicana, Colegio de Abogados de Chihuahua, AC., en su carácter de Profesionistas del Derecho obligados a pugnar en todo momento por la Independencia judicial, interpusieron un amparo en contra de la designación de Magistrados lo que repercutió a nivel nacional e internacional y derivó en la solicitud  que hacen la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Organización de Estados Americanos (OEA) al Estado Mexicano, para que informe sobre la queja que presentó la Barra Mexicana, Colegio de Abogados de Chihuahua, A.C., apoyada por la Federación Mexicana de Colegios de Abogados, A.C., en contra de la designación de los multicitados Magistrados, en virtud de que fue evidente que algunos fueron beneficiados sin méritos profesionales, académicos o de carrera judicial, afectando la independencia en el nombramiento y dando muestra de vicios en su designación, en razón de su parentesco o amistad con figuras políticas.
Las funciones del Estado en forma tradicional se han distinguido entre sí de acuerdo con la concepción de la división de poderes, partiendo de que los órganos legislativo, ejecutivo y judicial realizan las funciones de producción de normas jurídicas, de ejecución de normas y solución de controversias, de ahí la importancia de encaminar esfuerzos legislativos que mantengan precisamente y hagan posible una verdadera y eficaz división de poderes.
La división de poderes como instrumento de la democracia, evita la concentración del poder del Estado en una sola persona, y a su vez, la misma existencia de tres poderes, genera equilibrio en la distribución de la toma de decisiones, pues ningún poder del Estado está por encima del otro, ni debe existir sometimiento de uno a otro, así lo establece nuestra Carta Magna en su artículo 49, al prever que el Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, no pudiendo reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión. De la misma manera lo prevé nuestra propia Constitución Política del Estado de Chihuahua, en sus numerales 27 y 31, al precisar que el Poder Público del Estado se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

Es por ello que, con la finalidad de otorgar de un mayor equilibrio a los poderes de nuestra entidad, la iniciativa estima de sumo interés fortalecer el sistema judicial del Estado, que permita a sus ciudadanos acceder de acuerdo a lo establecido en el artículo 17 Constitucional, a una justicia pronta y expedita, como parte de uno de los derechos más importantes e inherentes al ser humano. 

En esta ardua labor, el sistema judicial requiere de un fortalecimiento respecto del funcionamiento del Tribunal Superior de Justicia del Estado, situación que ineludiblemente se debe normar a partir de una actualización a su marco jurídico, de forma específica en el contenido establecido al interior de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En ese tenor, la iniciativa en estudio propone modificaciones al marco jurídico orgánico del Poder Judicial, en aras de fortalecerlo, así como para eliminar resquicios o proporciones normativas que impliquen contravenciones o atenten contra los principios de la división de poderes, lo anterior a fin establecer contrapesos reales que abonen a un eficaz ejercicio de las funciones propias de cada poder constitucional del Estado en beneficio de los chihuahuenses.

Se expone que, en cuanto hace al proceso de designación de Jueces del Poder Judicial del Estado, mismo que en acierto del proponente y de quienes integramos esta Comisión, se establecieron puntos convenientes para que dicho proceso establezca métodos de selección de perfiles lo suficientemente serios y rigurosos, con el propósito de que el Pleno de magistrados, al momento de la designación correspondiente, cuente con la mayor y mejor calidad de información posible sobre el perfil profesional de la persona que aspire a juez, por lo que es indispensable reformar el artículo 128 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para: 

a).- Que todas las evaluaciones de conocimientos sean rigurosas y que evalúen todos los aspectos que indudablemente deben formar parte del perfil del juez. Es imprescindiblemente necesario que forme parte de las evaluaciones un programa de simulación de audiencias públicas, para así estar en condiciones de verificar los resultados de las evaluaciones y ver cómo se desempeña, en audiencia, el aspirante a juez.

b).- Que el Pleno del Tribunal Superior de Justicia encomiende la elaboración de los exámenes de conocimiento y el programa de simulación de audiencias a un grupo heterogéneo de funcionarios judiciales (no necesariamente formado exclusivamente por magistrados) que, por razón de trayectoria profesional (experiencia en la solución de controversias judiciales, en el campo de la docencia, en el área de investigación, etcétera), garantice que tales evaluaciones sean lo suficientemente profundas y pertinentes. 

c).- Que el Poder Judicial realice y llevé a cabo -con el auxilio de las autoridades y profesionales que corresponda- un sistema de resguardo de las evaluaciones (no exclusivamente las de conocimientos sino también las psicológicas y de confianza) para cancelar, al máximo, la posibilidad de que los aspirantes conozcan su contenido. Por otra parte, para potenciar al máximo las ideas que hasta este momento han sido expresadas, es necesario que se elabore una norma que exija que el Pleno de magistrados, en todo concurso, establezca una metodología de examinación que garantice que el jurado encargado de seleccionar a los aspirantes que pasen a la ronda de designación por parte del Pleno sean objetivos e imparciales.
Por lo que respecta a la reforma al artículo 42, en sus fracciones VI y VII, resulta ser desatinada, pues de acuerdo al Artículo 105 Bis de la Constitución Política del Estado, la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial está a cargo del Consejo de la Judicatura del Estado de Chihuahua, conforme a las bases que señala la Constitución y las leyes respectivas. En este sentido, es al Pleno del Consejo quien le toca resolver sobre la designación, adscripción y remoción de magistrados y jueces.

En suma, la división de poderes es finalmente un instrumento protector de nuestra Constitución, y precisamente porque es la que limita al Poder y evita el sometimiento de algún Poder hacia otro, en otras palabras, evita la concentración del poder en uno sólo de aquellos que conforman un Estado. De ahí la importancia de encaminar esfuerzos legislativos que mantengan y hagan posible una verdadera y eficaz división de poderes.

En ese tenor, es importante como Poder Reformador, impulsar modificaciones a nuestro marco jurídico judicial, en aras del fortalecimiento de la división de poderes y de eliminar resquicios o proporciones normativas que impliquen contravenciones a la propia división de poderes de nuestra Entidad, lo anterior a fin establecer contrapesos reales que abonen a un eficaz ejercicio de las funciones propias de cada Poder integrante del Estado.

Como ejemplo, podemos mencionar el procedimiento para la designación de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, previsto en el artículo 96 constitucional, en el que el Presidente de la República, como titular del Poder Ejecutivo presenta una terna a la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, siendo entonces el Poder Legislativo quien desarrolle el procedimiento, delimitando la actuación de cada uno en el propio texto constitucional. Se destaca que en la designación de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no interviene el Poder Judicial, y la razón es evidente, se busca garantizar el control político armónico sin intervención o inherencia de los que serán designados para ejercer la función de administrar justicia.

Al final de cuentas es el Poder Legislativo quien decide cómo se va a organizar y estructurar el Poder Judicial y en esta decisión no se violenta la independencia judicial, si no que se adecua un nuevo y coherente diseño institucional a la estructura orgánica, además de que se prevé un mecanismo ex profeso para las designaciones de jueces, lo que da pie a colmar la pretensión de reforma.

4. Por lo que toca a la intención del Legislador, sobre la necesidad de volver a incluir en la ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Chihuahua la figura de los Servicios Previos al Juicio, mediante reforma a los artículos 179, 180, 181, 182, 183, 185, 186 y 187, cabe mencionar que la adscripción de dicha estructura al poder judicial se llevó a cabo en su momento, a partir de la aprobación del ordenamiento en el año de dos mil catorce. 

Actualmente abordar esta pretensión supone desafíos para crear con éxito modelos integrales para la imposición de las medidas cautelares, denominados también servicios previos al juicio, pues se trata de programas de tipo administrativo que determinan el riesgo procesal que representa cada persona imputada de delito y supervisan a aquella que enfrenta su proceso penal bajo medidas cautelares en libertad. Con base en los estándares constitucionales del debido proceso penal, se enfocan en proteger la presunción de inocencia y al mismo tiempo contrarrestar el riesgo de evasión.

Los servicios previos al juicio se centran en dos funciones esenciales para brindar información y apoyo en la decisión de las medidas cautelares. Tales funciones incluyen una evaluación sobre vínculos comunitarios y riesgos procesales, y la supervisión de un imputado en libertad, con el fin de preservar la presunción de inocencia, contribuir así con su comparecencia al proceso, resguardar la seguridad de la víctima y la de la sociedad. Este mecanismo ofrece a las partes y a los jueces información certera para manejar la decisión sobre medidas cautelares.

Es por ello que la implementación y consolidación de los servicios previos al juicio exigen un trabajo coordinado por el Poder Judicial, con las diversas instituciones involucradas en la operación del sistema de justicia penal; así como una prolongada preparación y la selección meticulosa del personal operativo, mediante un proceso de entrevistas individualizadas, la aplicación de exámenes de confianza, otras evaluaciones teóricas y prácticas, capacitación por expertos y el acompañamiento de supervisión durante cierto tiempo, una vez que empiezan a operar dichos servicios. Además, se requieren la revisión continua de los instrumentos, formatos y manuales diseñados para la operación, y evaluaciones de los servicios previos al juicio.

En tal virtud, estimamos que con la creación del Instituto de Servicios Previos al Juicio se asegura de nueva cuenta que el encargado de las funciones en ésta materia, en este caso el Poder Judicial, evalúe de manera eficaz los riesgos que representen los imputados, la supervisión y seguimiento de las medidas cautelares distintas a la prisión preventiva, así como el cumplimiento de las condiciones establecidas a los imputados en la suspensión del proceso a prueba. Esta figura, que originalmente se contemplaba dentro de la estructura del Poder Judicial, y que actualmente sus funciones están constreñidas al Ejecutivo Estatal a través de la Fiscalía General del Estado, regresen al Poder Judicial. Lo anterior conlleva que dichas tareas serán veladas por un Organismo desconcentrado con autonomía técnica, que además estará cercano y tendrá mayor coordinación con las decisiones de la autoridad encargada de establecer las medidas.

En tal virtud, consideramos menester adicionar un Artículo transitorio para contemplar las previsiones financieras y un tiempo considerable para integrar los requerimientos y la instalación del Instituto de Servicios Previos al Juicio; así como, sustituir las unidades desconcentradas por unidades regionales, ya que se prestaría a confusión que un organismo desconcentrado estuviera supeditado a otro desconcentrado. En ese tenor, se hacen las adecuaciones.
5. Por lo que toca a la necesidad de reformar el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, respecto a la integración del máximo órgano del Poder Judicial, el Pleno integrado por los Magistrados; el nombramiento a la Presidencia por magistrados sin experiencia en materia judicial ha afectado las garantías de seguridad jurídica de los gobernados, por lo que debemos ser congruentes y crear una plataforma sólida en el Poder Judicial de Chihuahua, que privilegie la carrera judicial y exija que el titular del máximo órgano del Poder Judicial del Estado cuente con un conocimiento mínimo acerca de la estructura y funcionamiento de los órganos jurisdiccionales y administrativos que conforman dicho Poder a presidir, pues ante la posibilidad que brinda la normativa constitucional de que al cargo de magistrado puedan acceder personas externas al Poder Judicial, quienes habitualmente no se encuentran familiarizados con las funciones y el quehacer ordinario de los órganos jurisdiccionales y áreas administrativas que a un presidente del Tribunal Superior de Justicia corresponde dirigir, vigilar y en su caso, proveer lo conducente para el buen desempeño de sus funciones.
Ante esta situación se propone establecer como requisito para ser Presidente del Pleno del Tribunal, tener cinco años como mínimo en el cargo de magistrado, tiempo que se considera indispensable para adquirir experiencia y conocimiento de la estructura judicial y del funcionamiento de los órganos que conforman el Poder Judicial que va a presidir. 

En tal virtud es procedente la propuesta para que el titular de la Presidencia del Pleno del Tribunal tenga cuando menos cinco años ininterrumpidos, como Magistrado, temporalidad que, con base en la experiencia, se considera suficiente para garantizar con eficiencia las funciones de su encargo.
Estimamos prever que la duración del periodo del Presidente del Tribunal Superior de Justicia, sea por un periodo de tres años, con posibilidad de una reelección inmediata. Periodo que se estima suficiente y en el que se le permitirá como rector de las decisiones del Tribunal Superior de Justicia, implementar y desarrollar diversos proyectos en materia de administración de justicia, sin que sea necesario un plazo más amplio para tal efecto. Lo anterior, en aras de que exista una rotación de la titularidad en la Presidencia y así se evite, en la mayor medida de lo posible, un matiz político en tal función. Sin perjuicio de que los magistrados en Pleno, hecha una evaluación del desempeño y las actividades realizadas por el Presidente, puedan brindarle la oportunidad de ser reelecto para un segundo periodo.
El fin es lograr que quien dirija al máximo órgano de justicia en el Estado, tenga un eficaz conocimiento de las labores y necesidades de los órganos jurisdiccionales y administrativos que debe dirigir.  

De igual manera se considera la regulación para el caso de que en la elección del magistrado Presidente no logre la votación requerida de las dos terceras partes de los integrantes del Pleno, se verifique una segunda ronda entre los dos magistrados que hayan obtenido más votos; y en caso de que ninguno los alcance, entonces de entre ellos, sea designado Presidente el magistrado de mayor antigüedad en el cargo, y en igualdad de condiciones, el de mayor edad.

En tal virtud se hace menester modificar la propuesta del artículo 44, para armonizarlo con las modificaciones al párrafo primero del propio artículo, en cuanto a la elección de Presidente, mediante el voto calificado de las dos terceras partes de los magistrados presentes.
En ese sentido, el rediseño del periodo del Presidente conlleva eliminar la ampliación que de dicho periodo realizó el legislador, para retomar el periodo original de tres años; y tomando en consideración que el actual periodo dio inicio el día cinco de octubre del año dos mil trece, resulta congruente que el periodo del actual Presidente, que fue ampliado hasta el año 2017, en el artículo Décimo Transitorio del Decreto número 588/2014 I P.O. expedido por la Sexagésima Cuarta Legislatura del Honorable Congreso del Estado de Chihuahua, publicada en el Periódico Oficial del Estado No. 87 del 29 de octubre de 2014, se dé por concluido al momento en que entre en vigor el Decreto de reforma que deriva de este dictamen, en razón de que el nuevo diseño del Poder Judicial, su Presidente debe durar en el desempeño de su cargo solamente por un periodo de tres años, quedando sin sustento la ampliación del periodo del actual Presidente hasta el año 2017 contenida en el  artículo Décimo Transitorio del mencionado Decreto número 588/2014 I P.O.
En consecuencia debe preverse la manera en que se ejercerán las funciones de Presidente, en el periodo que media entre el momento en que concluye el periodo del actual Presidente y el momento en que se elije al nuevo titular del Tribunal Superior de Justicia. 

Cabe precisar que la conclusión del periodo del cargo del actual Presidente, no implica su cese o destitución; ni tampoco la pérdida de su calidad de Magistrado, pues continuará en funciones de esta investidura. Tampoco vulnera de manera retroactiva ni de ninguna otra manera los derechos de la persona que actualmente ocupa dicho cargo, pues la conclusión del periodo es un diseño normativo que tiene por objeto regular la función del órgano, la cual constituye una cuestión de interés público y no puede considerarse que los funcionarios públicos tengan derechos adquiridos respecto al cargo o función que desempeña. La  modificación atiende a un diseño orgánico que pretende rediseñar la estructura del Poder Judicial y no implica una destitución, cese o remoción, ya que estas devienen de la comisión de faltas graves, previa culminación de un procedimiento de responsabilidad ex profeso.

De tal forma establecida, lo mínimo indispensable y procedente es trasladar el cargo de Presidente del Pleno al Magistrado en funciones, mas no de su magistratura, como principio de la inmovilidad judicial, por lo que no pierde su calidad de magistrado, función que reviste la más alta jerarquía jurisdiccional en nuestro Estado; ni de su autoridad.
Bajo estas circunstancias, si los funcionarios públicos no tienen derechos adquiridos sobre le cargo que ocupan, la presente reforma no lesiona derechos de quien actualmente ocupa la presidencia del Poder Judicial; máxime que subsiste su cargo de magistrado, el cual se encuentra protegido por el cúmulo de garantías jurisdiccionales contenidas tanto en la Constitución como en las leyes.

Lo anterior tiene sustento para el caso que nos ocupa en la Sentencia
 dictada por el Tribunal Pleno en la Controversia Constitucional 13/2013, promovida por el Poder Judicial del Estado de Morelos. De acuerdo con los diversos criterios jurisprudenciales argumentados y sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Poderes Ejecutivo y Legislativo de los Estados deben observar los principios que prevé el artículo 116, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para garantizar la permanencia y seguridad en el cargo de los magistrados y jueces "entre los que destaca la seguridad en el cargo de los magistrados, la cual se obtiene cuando los funcionarios jurisdiccionales hayan observado en el ejercicio de sus funciones los principios de honorabilidad, eficacia y eficiencia, así como a la carrera judicial, relativa al ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los poderes judiciales de los Estados".

El objetivo principal de la carrera judicial es la salvaguarda de una garantía social a través de la cual se reúna un cuerpo de Jueces y Magistrados que por gozar de los atributos exigidos por la constitución, logren la efectividad del derecho fundamental de acceso a la justicia, lo que implica "respetar las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de los Magistrados y Jueces de los Poderes Judiciales Locales y de los servidores que integran y desarrollan la función jurisdiccional en los mismos", ya que "el aliciente profesional para ellos es, precisamente, ascender en la estructura organizacional, atendiendo a los criterios y principios antes señalados, situación que se hace nugatoria con la reforma emitida por el Poder Legislativo demandado, ya que la permanencia en el cargo se ve limitada, puesto que de conformidad con las normas generales impugnadas, ya no se cuenta con estabilidad en el empleo".

De los criterios sustentados por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al interpretar la norma constitucional, se desprenden los siguientes aspectos que son de especial interés para el caso que nos ocupa:

i)   Para lograr una plena autonomía e independencia de los Podres Judiciales de los Estados, las constituciones locales y sus leyes orgánicas deben garantizar la independencia de los Magistrados y Jueces en el ejercicio de sus funciones. Al efecto deben observar, entre otros, los siguientes principios: a) el establecimiento de la carrera judicial y b) la seguridad o estabilidad en el ejercicio del cargo.

ii)  La carrera judicial tiene como finalidad garantizar la idoneidad de los Magistrados y Jueces para ejercer el cargo. Lo que se desprende del precepto constitucional al señalar que se deberán establecer las condiciones de ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales y que para nombrar a los Magistrados y Jueces que los integran, se preferirá a las personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia, lo que será responsabilidad de los Tribunales Superiores de Justicia, o en su caso, de los Consejos de la Judicatura.

iii) Estrechamente relacionado con lo anterior, la estabilidad o seguridad en el cargo, tiene como objetivo fundamental salvaguardar la garantía social de contar con Jueces y Magistrados que reúnen los atributos que la Constitución General de la República exige para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia. Para ello, se debe establecer un plazo razonable para el ejercicio del cargo -que puede ser de un periodo o de dos, en caso de posterior ratificación-, durante el cual no podrán ser removidos sin justa causa, ya que de esa manera se les otorga la seguridad de que permanecerán en el cargo mientras no incurran en una causa de responsabilidad o en un mal desempeño de la función judicial.

iv)  Los principios judiciales, al estar previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son de observancia obligatoria en todos los Estados de la República, aun cuando no se integren o se desarrollen con claridad en su Constitución y en sus leyes.

Las consideraciones anteriores encuentran sustento en las siguientes jurisprudencias de este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Jurisprudencia P/J 15/2006

"PODERES JUDICIALES LOCALES. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES CON QUE DEBEN CONTAR PARA GARANTIZAR SU INDEPENDENCIA Y AUTONOMÍA. La finalidad de la reforma a los artículos 17 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de marzo de 1987, fue el fortalecimiento de la independencia y autonomía de los Poderes Judiciales Estatales, al establecer que éstas deberán garantizarse en las Constituciones Locales y leyes secundarias. Así, para garantizar la independencia judicial en la administración de justicia local, en el referido artículo 116 se previeron diversos principios a favor de los Poderes Judiciales Locales, consistentes en: a) el establecimiento de la carrera judicial, debiéndose fijar las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de los funcionarios judiciales; b) la previsión de los requisitos necesarios para ocupar el cargo de Magistrado así como las características que éstos deben tener, tales como eficiencia, probidad y honorabilidad; c) el derecho a recibir una remuneración adecuada e irrenunciable que no podrá disminuirse durante su encargo, y d) la estabilidad o seguridad en el ejercicio del cargo, lo que implica la fijación de su duración y la posibilidad de que sean ratificados al término del periodo para el que fueron designados, a fin de que alcancen la inamovilidad. Estos principios deben estar garantizados por las Constituciones y leyes estatales para que se logre una plena independencia y autonomía de los Poderes Judiciales Locales; sin embargo, en caso de que en algún Estado de la República no se encuentren contemplados, ello no significa que el Poder Judicial de dicho Estado carezca de principios a su favor, toda vez que al estar previstos en la Constitución Federal son de observancia obligatoria." 

Jurisprudencia P/J 16/2006.

"CARRERA JUDICIAL. FINALIDAD DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El citado principio, consagrado en la fracción III del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en que en las Constituciones y leyes secundarias estatales se establezcan las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de los Magistrados y Jueces de los Poderes Judiciales Locales; de ahí que la fijación de ese sistema de desarrollo profesional garantice que prevalezca un criterio de absoluta capacidad y preparación académica, para asegurar un mejor desempeño." 

Jurisprudencia P/J 21/2006

"MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES LOCALES. ALCANCE DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE RATIFICACIÓN O REELECCIÓN A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El citado precepto constitucional establece como regla expresa para todos los Poderes Judiciales Locales la posibilidad de reelección o ratificación de los Magistrados que los integran, como un principio imperativo que debe garantizarse tanto en las Constituciones Locales como en las leyes secundarias estatales. Así, la expresión "podrán ser reelectos", no significa que dicha reelección sea obligatoria, y que deba entenderse que "tendrán que ser reelectos", sino únicamente que dichos funcionarios judiciales cuentan con esa garantía para efecto de que al momento de terminar el periodo de su cargo, puedan ser evaluados por las autoridades competentes, y en caso de haber demostrado que durante el desempeño de su cargo lo realizaron con honorabilidad, excelencia, honestidad y diligencia, puedan ser ratificados. Lo anterior, además de ser una garantía a favor de los funcionarios judiciales que se encuentren en el supuesto, se traduce en una garantía que opera a favor de la sociedad, pues ésta tiene derecho a contar con Magistrados capaces e idóneos que cumplan con la garantía constitucional de acceso a la justicia de los gobernados." 

Jurisprudencia P/J 44/2007

"ESTABILIDAD DE LOS MAGISTRADOS DE PODERES JUDICIALES LOCALES. PARÁMETROS PARA RESPETARLA, Y SU INDEPENDENCIA JUDICIAL EN LOS SISTEMAS DE NOMBRAMIENTO Y RATIFICACIÓN. Conforme al artículo 116, fracción III, antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Estados gozan de autonomía para decidir sobre la integración y funcionamiento de sus Poderes Judiciales, lo que implica una amplia libertad de configuración de los sistemas de nombramiento y ratificación de los Magistrados que los integran, siempre y cuando respeten la estabilidad en el cargo y aseguren la independencia judicial, lo que puede concretarse con los parámetros siguientes: a) Que se establezca un periodo razonable para el ejercicio del cargo, tomando en cuenta un solo periodo de ejercicio o uno de primer nombramiento y posterior ratificación, que garantice la estabilidad de los juzgadores en sus cargos, el cual puede ser variable atendiendo a la realidad de cada Estado; b) Que en caso de que el periodo no sea vitalicio, al final de éste pueda otorgarse un haber de retiro determinado por los propios Congresos Locales; c) Que la valoración sobre la duración de los periodos sólo pueda ser inconstitucional cuando sea manifiestamente incompatible con el desarrollo de la actividad jurisdiccional o cuando se advierta que a través de la limitación de los periodos pretende subyugarse al Poder Judicial; y d) Que los Magistrados no sean removidos sin causa justificada.

Cabe apuntar que al prever la estabilidad en el cargo como principio para garantizar la independencia judicial de los magistrados, la fracción III del artículo 116 de la Constitución General de la República refiere que "los Magistrados durarán en el ejercicio de su encargo el tiempo que señalen las Constituciones Locales, podrán ser reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados", pero nada dice de los Jueces que son titulares de los órganos jurisdiccionales en los que se depositan los Poderes Judiciales Locales. Sin embargo, ello no impide considerar que éstos, al igual que aquéllos, gozan de la garantía judicial de estabilidad en el cargo, ya que respecto de ambos se exige la independencia judicial, es decir, que ejerzan la función jurisdiccional sin subordinarse a ninguna voluntad humana.

Lo anterior se corrobora con lo expresado en la exposición de motivos que dio origen a la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de marzo de mil novecientos ochenta y siete, que en su parte que interesa, es del siguiente tenor:

"Los tribunales de justicia deben ser independientes, para fortalecer en la realidad social el principio de división de poderes y porque la independencia judicial constituye la primer garantía de la jurisdicción, establecida no precisamente en interés del órgano jurisdiccional, cuanto de los justiciables, pues sólo cabe esperar justicia completa y estricta del juez jerárquicamente libre dependiente sólo de la ley.

La independencia judicial requiere que los jueces al actuar no han de tener otra norma rectora que la ley. La sumisión del juez a la ley, le hace independiente de la voluntad subjetiva de los hombres que gobiernan, e incluso de su propia voluntad, cuando ésta propende a la arbitrariedad.

A la independencia objetiva se une el conocimiento de lo que se hace, pues siempre hemos considerado que una verdadera y auténtica independencia judicial, se nutre en una real toma de conciencia del papel que el juez desempeña en la aplicación del Derecho. Estas calidades son el espíritu de la autoridad moral del juez, pues la autoridad formal le es conferida por la ley.

El juez es símbolo de la justicia y guardián del derecho, por ello los órganos judiciales deben integrarse con procedimientos de selección del derecho, la vocación, la experiencia y la honorabilidad de quienes los integran. Un buen juez no se improvisa, requiere del transcurso de años de estudio y práctica en los tribunales para lograr las aptitudes que permitan la justa aplicación de la ley.

Selección, formación, eficiencia y preparación adecuada son, entre otros, los elementos indispensables para el correcto desempeño de la función jurisdiccional independiente.

En cuanto a la estabilidad en el cargo, ésta proporciona a los servidores de la administración de justicia la seguridad de que, mientras su conducta sea apegada a derecho y obre con justicia, gozará de permanencia en su puesto. Sin jueces estables en el desempeño de su cargo, la independencia en el ejercicio de la función, se ve considerablemente disminuida.

Finalmente, al juez debe garantizarse una posición social digna, proporcionándole bienestar económico que permita su total entrega a su ministerio, sin preocupaciones de otra índole. Los órganos de los poderes judiciales deben contar con el apoyo financiero que guarde adecuada relación con la importancia del servicio público que prestan, pues de otra suerte se les inhabilita para contribuir al mejoramiento de la administración de justicia."

En relación con lo anterior, el dictamen de la Cámara de Senadores señala, en su parte conducente, lo siguiente:

"La fracción III del artículo 116 constitucional contiene la referencia al poder judicial de cada Estado, es la novedosa en esta iniciativa y principia por señalar que dicho poder judicial se ejercerá por los tribunales que establezcan las constituciones locales.

De manera adecuada el segundo párrafo de la fracción III, congruente con la exposición de motivos, establece que la independencia de los magistrados y jueces, en el ejercicio de sus funciones, se garantizará en las constituciones y leyes orgánicas de cada entidad y establece un contenido mínimo, en relación con el tema para esa constitución y leyes orgánicas, al indicar que precisamente en ellas se establecerán las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los poderes judiciales de los Estados.

(...)

El párrafo cuarto de esta fracción III establece el principio de una auténtica carrera judicial en los Estados de la República al señalar que los nombramientos de magistrados y jueces se harán, preferentemente, entre quienes hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia y no cierra la puerta para que puedan designarse también en esos cargos los que lo merezcan por su honorabilidad y competencia profesional.

 (...)

El párrafo sexto de la fracción que se analiza cumple una de las necesidades insoslayables a fin de lograr una verdadera independencia del poder judicial: la de permanencia en el cargo. Para mantener autonomía de criterio, sin detrimento de la seguridad social personal y familiar, se establece que los magistrados durarán en su encargo el tiempo que señalen las constituciones locales y podrán ser reelectos en ese cargo y si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen las constituciones y las leyes de responsabilidades de los servidores públicos del Estado. Esto es, quien sea ratificado en su cargo de magistrado por su eficiente desempeño y por su probidad, después de esa ratificación, sólo podrá ser relevado por causa justificada. Es indudable que las leyes de cada entidad federativa podrán hacer extensiva esa inamovilidad, señalando los requisitos de la misma, a otros servidores públicos encargados de impartir justicia, pero en la Constitución se establece ya el principio de inamovilidad de los magistrados.

El último párrafo de esta fracción III complementa la posibilidad real de independencia de los poderes judiciales locales al establecer que magistrados y jueces deberán percibir una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su cargo, remuneración que no podrá ser disminuida durante el desempeño de la función.

Insistimos en que el contenido de esta fracción III del artículo 116 posibilitará el logro de la real independencia de los poderes judiciales al señalar los requisitos mínimos de ingreso, formación y permanencia de sus integrantes y al establecer las garantías de adecuada remuneración y la inamovilidad en el cargo."

Como se puede advertir, los principios judiciales -también denominados como garantías judiciales- que se tutelan en la fracción III del artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tienen como objetivo asegurar la independencia de los Magistrados y Jueces que integran los Podres Judiciales de los Estados para hacer efectivo el deber estatal de contar con juzgadores jerárquicamente libres, dependientes sólo de la ley. Al respecto, destaca que en la exposición de motivos antes referida se precisó que "los tribunales de justicia deben ser independientes para fortalecer en la realidad social el principio de división de poderes y porque la independencia judicial constituye la primer garantía de la jurisdicción".

En ese sentido, es claro que la estabilidad en el cargo, como principio para lograr la independencia judicial, debe garantizarse a favor de los Magistrados y Jueces que integran los Poderes Judiciales Locales y no sólo respecto de los primeros, ya que la independencia judicial se exige respecto de ambos por ser los titulares de los órganos que realizan la función jurisdiccional de los Estados. Incluso, el constituyente permanente destacó que cada entidad federativa deberá establecer los requisitos para hacer extensiva la garantía judicial de estabilidad en el cargo "a otros servidores públicos encargados de impartir justicia".

Ello, porque la estabilidad en los cargos jurisdiccionales, "proporciona a los servidores de la administración de justicia la seguridad de que, mientras su conducta sea apegada a derecho y obre con justicia, gozará de permanencia en su puesto. Sin jueces estables en el desempeño de su cargo, la independencia en el ejercicio de la función, se ve considerablemente disminuida".

Sin que lo previsto en la fracción III del artículo 116 constitucional en el sentido de que se deberán establecer "las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados" pueda dar lugar a considerar lo contrario, pues si bien esa disposición se refiere al establecimiento de la carrera judicial, también lo es que el propósito de este principio constitucional es asegurar la preparación, experiencia y honorabilidad de los Magistrados y Jueces, de modo tal que se garantice su idoneidad profesional para desempeñar la función jurisdiccional y permanecer en el cargo por haber prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la impartición de justicia. Así se establece expresamente en la jurisprudencia P/J 16/2006 de rubro: "CARRERA JUDICIAL. FINALIDAD DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL", transcrita en párrafos precedentes.

Las previsiones en cuanto al establecimiento de un periodo inicial del cargo y la posibilidad de ratificación a la conclusión del mismo previa evaluación del ejercicio de la función jurisdiccional, para garantizar el principio judicial de estabilidad en el cargo, deben entenderse referidas también a los Jueces de Primera Instancia y Menores que integran el Poder Judicial.

Se afirma lo anterior porque los principios judiciales que prevé la fracción III del artículo 116 de la Constitución General de la República, son de observancia obligatoria aun cuando no estén previstos en la Constitución Local y en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la entidad federativa de que se trate, máxime que este Tribunal Pleno ha determinado que ante situaciones que no estén reguladas o que no lo sean con claridad, la interpretación de las normas locales se debe realizar bajo el criterio de fortalecimiento del Poder Judicial y de la realización plena de su autonomía e independencia para hacer efectivos los principios judiciales previstos para ello. Así se desprende de la jurisprudencia P/J 108/2000 que a la letra se lee:

"MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS. EN LA INTERPRETACIÓN DE SUS CONSTITUCIONES, EN LA PARTE RELATIVA A SU DESIGNACIÓN, DEBE OPTARSE POR LA QUE RESPETE LOS PRINCIPIOS CONSAGRADOS EN EL ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El artículo 116, fracción III, de la Carta Magna establece un marco jurídico para los Poderes Judiciales Locales al que deben sujetarse las Constituciones y las leyes de los Estados y los órganos de poder, a fin de garantizar la independencia de Magistrados y Jueces y, con ello, los principios que consagra como formas para lograr tal independencia. Asimismo, en su párrafo inicial el propio precepto impone a los Estados miembros de la Federación el principio de la división de poderes conforme al cual, entre los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial debe existir equilibrio e independencia recíproca. Lo anterior implica que ante posibles interpretaciones diversas de los preceptos relativos de las Constituciones Locales, debe optarse por aquella que permita que la labor jurisdiccional se desarrolle con libertad y sin injerencias externas, bajo el criterio de fortalecimiento del Poder Judicial, y de la realización plena de su autonomía e independencia, lo que exige la efectividad de las garantías jurisdiccionales. Por tanto, ante situaciones que no se encuentren reguladas o que no lo sean con toda claridad, la interpretación de las normas locales debe hacerse en forma tal que se integren bajo los principios que con toda nitidez se contienen en la Constitución Federal. Aceptar que se interpreten las normas de las Constituciones Locales en forma tal que pugnen con la Constitución Federal, en especial cuando de los antecedentes de la reforma introducida a aquéllos se advierta que su propósito específico fue ajustarse a la segunda, equivaldría a atribuir al Congreso Estatal y, lógicamente, a sus integrantes, dolo y mala fe, lo que resulta jurídicamente inaceptable, debiéndose en consecuencia entender que si por la redacción del precepto podría seguirse esa oposición, ello sólo puede explicar deficiencias de expresión o de técnica legislativa."
Sirve de apoyo a la conclusión que antecede la jurisprudencia de este Tribunal Pleno P/J 79/2004 que es del siguiente tenor:

"PODERES JUDICIALES LOCALES. LA VULNERACIÓN A SU AUTONOMÍA O A SU INDEPENDENCIA IMPLICA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES. Del contenido del artículo 116, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la vulneración a los principios de autonomía o de independencia de un Poder Judicial Local implica necesariamente la violación al de división de poderes, pues aquéllos quedan comprendidos en éste, de manera que no puede hablarse de una auténtica división de poderes cuando uno de ellos, en este caso el judicial, no es autónomo ni independiente."
Por lo que respecta al Artículo Segundo Transitorio de la iniciativa, se modifica para precisar el concepto de decano. Por último, en relación con el Artículo Tercero Transitorio de la propuesta, esta Comisión considera pertinente suprimirlo por ser inconsistente e incongruente con el contenido del subsiguiente Artículo Cuarto Transitorio. 
De esta manera, la permanencia y estabilidad en el cargo de magistrado de quien actualmente ocupa la presidencia del Tribunal Superior de Justicia se encuentra plenamente garantizada, sin que la conclusión en el periodo de su cargo como Presidente lesione derechos personales, pues por encima de estos se encuentra el interés y el orden públicos que están presentes en el diseño del Tribunal Superior de Justicia, con la finalidad de fortalecer su desempeño y debido funcionamiento. 

Con ello consideramos que la Soberanía tiene elementos bastantes fortalecer y transparentar el trabajo del Tribunal Superior de Justicia pues a través de ellas se pretende asegurar el interés de la sociedad al contar con mejores elementos Jurídicos.
Finalmente esta comisión dictaminadora destaca que se ha llegado a la conclusión de considerar el presente dictamen como apto para su publicación urgente en el Periódico Oficial del Estado, dada la trascendencia de la parte expositiva del mismo, de sus antecedentes, de sus consideraciones y de la propia materia que implica una área institucional fundamental para el desarrollo del Estado, dado que lo que nos ocupa conlleva profundas modificaciones tanto formales como materiales a la vida interna de uno de los tres poderes de nuestra entidad federativa, y que la intención tanto del iniciador como de esta parte que dictamina, se traducirá una vez publicadas las reformas respectivas, en una imperiosa y urgente necesidad de que los resultados sean tangibles y medibles con a la mayor inmediatez posible en los términos que las leyes aplicables lo permitan. De tal suerte, que lo conducente desde la perspectiva de esta comisión dictaminadora, es que el presente decreto una vez aprobado por el pleno de este H. Congreso del Estado, se publique por disposición expresa en el artículo transitorio que corresponda, de manera urgente, y que entre en vigor el mismo día de su publicación en el Periódico Oficial del Estado en los términos de las Leyes que resulten aplicables.

En lo particular reviste especial importancia para justificar la urgencia de la publicación y entrada en vigor que nos ocupa, el actual desarrollo de los procesos de selección de jueces bajo un esquema institucional que ya no responde al clamor ciudadano que garantice la objetividad, imparcialidad, transparencia y profesionalización del Poder Judicial del Estado. 

IV. En vista de lo anterior, esta Comisión de Justicia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 57 y 58 de la Constitución Política del Estado,  87, 88 y 111 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Chihuahua, sometemos a la consideración de esta Asamblea el siguiente proyecto de: 
DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 7, en su fracción I y penúltimo párrafo, 44, 128, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 185, 186 y 187; así como se derogan los artículos 6, 8, 9, 10, 68, 129 y 130 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Chihuahua, para quedar redactados de la siguiente manera: 

ARTÍCULO 7. Son auxiliares de la administración de justicia y están obligados a cumplir las órdenes que, en ejercicio de sus atribuciones legales, les dirijan los magistrados y jueces: 

Fracción I. Los servidores públicos de la Federación, Estado y municipios, de cualquiera de los poderes públicos del estado u organismos autónomos, sin importar su rango y jerarquía. 

Fracciones II a X.……

Los auxiliares de impartición de justicia se regirán por las leyes respectivas en cuanto a los requisitos y condiciones para el ejercicio de sus funciones. En su caso, cuando procedan, los honorarios constituirán una equitativa retribución, pero en ningún caso podrán significar una carga excesiva para los que soliciten la prestación del servicio; por lo cual, su importe deberá ser fijado por la autoridad judicial, de acuerdo a las reglas y consideraciones que dispongan las leyes. 

…….

ARTÍCULO 6. Se Deroga. 

ARTÍCULO 8. Se Deroga.

ARTÍCULO 9. Se Deroga. 

ARTÍCULO 10. Se Deroga. 

ARTÍCULO 68. Se Deroga.

ARTÍCULO 44. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia lo será también del Pleno y no integrará Sala. Durará en su encargo tres años, pudiendo ser reelecto para el periodo inmediato siguiente, por una ocasión. Su elección se hará de entre los magistrados, por el voto de las dos terceras partes de los integrantes presentes del Pleno. 

Para ser elegido Presidente se requiere haber desempeñado el cargo de magistrado durante un periodo mínimo de cinco años ininterrumpidos. Lapso, el inmediato anterior, cuya computación se hará a partir de que el magistrado haya sido nombrado, de manera definitiva, por el Congreso del Estado. Para los efectos de este cómputo, la reelección no implica un nuevo nombramiento sino la prolongación del nombramiento definitivo.

El día de la elección y hasta antes de que se conozca el resultado de la misma, la Presidencia se ejercerá interinamente por el magistrado de más antigüedad en el cargo. 

En caso de que ningún magistrado alcance las dos terceras partes de los votos, se realizará una segunda votación entre los dos candidatos que obtuvieron más votación. Si ninguno de ellos obtiene las dos terceras partes, se elegirá Presidente al de mayor antigüedad en el cargo y, en igualdad de condiciones, al de mayor edad. 
ARTÍCULO 128. Las designaciones de jueces que deban hacerse en las plazas vacantes, de carácter definitivo, deberán ser cubiertas mediante concurso de oposición, el cual será público y deberá ajustarse, sin excepción alguna y como mínimo, a la totalidad de las disposiciones establecidas en este precepto. 

Previamente a que tenga lugar cualquier concurso de oposición que tenga por objeto la adscripción de nuevos jueces se deberá abrir, de manera inevitable, un intervalo de quince días hábiles para el efecto de que la sociedad y las instituciones de gobierno interesadas realicen, con carácter orientador, propuestas en relación con el concurso. Al efecto, el Pleno, por conducto de las dos terceras partes de sus integrantes, deberá aprobar el documento en el que se convoque a la sociedad y a las instituciones gubernamentales a formular propuestas. En el entendido de que dicho documento deberá ser publicado en el Periódico Oficial del Estado y en la prensa local de mayor difusión. Se tendrá como primer día del intervalo de quince a que se refiere este párrafo el primer día hábil siguiente a que se haya realizado la publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

Todos los concursos de oposición que tengan como propósito la adscripción de jueces de primera instancia deberán contar, inevitablemente, con los siguientes requisitos: 

I.- Con una metodología que garantice, al máximo posible, que los aspirantes no tendrán acceso al contenido de las evaluaciones antes de su aplicación respectiva. Por evaluaciones deben entenderse todos los exámenes que tengan por objeto evaluar el perfil y la capacidad del aspirante.

II.- Con mecanismos tendentes a garantizar que los funcionarios judiciales a quienes se encomiende la selección de aspirantes, como jurado y de cara a la designación del Pleno, tomen sus decisiones de manera objetiva e imparcial. Queda prohibida, en absoluto, la integración de órganos de selección en los que uno o varios de sus integrantes, por cualquier razón, tenga ventaja sobre el resto de sus integrantes. 

III.- Si una o varias de las materias que conocerá el aspirante a juez en caso de ser elegido tiene metodología de litigio a través de audiencia, el concurso de oposición deberá contar con un programa, serio y profundo, de simulación de audiencias, las cuales serán públicas. 

IV.- El Pleno, por conducto de las dos terceras partes de los miembros que comparezcan a la sesión respectiva, deberá elegir un grupo de funcionarios judiciales para la elaboración de los exámenes de conocimientos y del programa de simulación de audiencias. El órgano colegiado a que se refiere este párrafo quedará integrado por siete miembros: el Presidente del Tribunal, tres magistrados elegidos por medio de insaculación según el ramo a evaluar, y tres funcionarios judiciales más, que deberán ser propuestos y aprobados por las dos terceras partes de los integrantes del Pleno que comparezcan a la sesión respectiva. Para la selección del perfil de este último grupo de funcionarios judiciales se deberá tomar en cuenta, como base fundamental, la trayectoria profesional, las aportaciones en materia académica y el prestigio profesional. Las decisiones que tome este cuerpo colegiado se tomarán por mayoría calificada, esto es, por dos terceras partes de sus miembros. 

V.- Todo concurso de oposición deberá contar con un curso de preparación.

VI.- El Pleno, por conducto de las dos terceras partes de los magistrados que comparezcan a la sesión, deberá establecer: quiénes serán los profesores del concurso de oposición, quiénes revisarán los exámenes de conocimientos y quiénes fungirán como jurados en los programas de simulación de audiencias. 
La propuesta de los profesores, encargados de revisar exámenes de conocimientos y jurados del programa de simulación de audiencias deberá ser realizada por los miembros del órgano colegiado señalado en la fracción IV de este precepto. Propuesta cuya autorización corresponde exclusivamente al Pleno, por medio de las dos terceras partes de los magistrados que acudan a la sesión respectiva.

VII.- Queda prohibido, absolutamente, tasar los resultados de las evaluaciones psicométricas y de confianza. 

Las tareas de elaborar la metodología de resguardo de las evaluaciones y los mecanismos para garantizar objetividad e imparcialidad a que se refieren las fracciones I y II de este artículo es facultad exclusiva del Pleno. En efecto, por conducto de las dos terceras partes de los magistrados que comparezcan a la sesión de que se trate, el Pleno establecerá cuáles serán las disposiciones para dar cumplimiento a lo dispuesto en materia de resguardo de exámenes y de imparcialidad y objetividad por parte de los jurados. 

El proyecto de concurso de oposición deberá ser realizado por la Comisión. Y su aprobación corresponde exclusivamente al Pleno del Tribunal, por conducto de las dos terceras partes de los magistrados que comparezcan a la sesión de que se trate.

Cualquier disposición que contravenga lo dispuesto en este artículo, se considerará nula. 

ARTÍCULO 129.- Se Deroga.

ARTÍCULO 130.- Se Deroga. 

ARTÍCULO 179. Corresponde al Tribunal la evaluación de los riesgos que, para el proceso y sus intervinientes, representen los imputados; la supervisión y seguimiento de las medidas cautelares distintas a la prisión preventiva, así como el cumplimiento de las condiciones establecidas a los imputados en la suspensión del proceso a prueba, las cuales estarán a cargo del Instituto de Servicios Previos al Juicio. 

ARTÍCULO 180. El Instituto es el órgano desconcentrado del Poder Judicial, con autonomía técnica, encargado de ejercer las funciones señaladas en el artículo que antecede. Asimismo, le corresponde diseñar, aplicar y, en su caso, coordinar, estrategias, planes y programas para cumplir con sus atribuciones, todo ello acorde a lo que las leyes de la materia prevean. Para el ejercicio de sus funciones, el Instituto podrá celebrar convenios con instituciones de carácter público o privado.

ARTÍCULO 181. El Instituto se regirá por los principios de presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, subsidiariedad, proporcionalidad, confidencialidad, legalidad, dignidad, obligatoriedad, responsabilidad e interinstitucionalidad. 

ARTÍCULO 182. El Instituto ejercerá sus atribuciones por conducto de un director, subdirectores, coordinadores de área y demás personal necesario para atender a la población estatal y que autorice la Comisión de conformidad con el presupuesto. A esta corresponderá la facultad de nombramiento a propuesta del Presidente y deberá atender a la propuesta que realicen los expertos en ese tema. 

ARTÍCULO 183. El Instituto tendrá su sede en la ciudad de Chihuahua y contará con oficinas en sedes regionales de acuerdo a las necesidades o requerimientos del Estado. 

ARTÍCULO 184.- El Director del Instituto y los titulares de las unidades regionales podrán solicitar a cualquier autoridad, siempre y cuando no exista disposición en contrario, información inherente a sus funciones, la cual deberá manejar sobre las bases de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de Chihuahua y su similar de carácter federal, según sea el caso.

ARTÍCULO 185. Toda autoridad está obligada a colaborar con los funcionarios del Instituto de Servicios Previos al Juicio. Solamente por cuestiones de seguridad podrá ser negado el auxilio. De igual forma el cuerpo policíaco o la autoridad investigadora que sea la responsable de la detención de una persona, deberá facilitar el acceso inmediato con el detenido y la carpeta de investigación, a efecto de que se desarrollen los procesos inherentes a las funciones del Instituto. 

ARTÍCULO 186. El Instituto de Servicios Previos al Juicio deberá enviar los reportes de evaluación de riesgos procesales antes de comenzar la audiencia inicial, al ministerio público y a la defensa, quienes deberán recibirlos. De igual forma, deberá enviar informes o los documentos necesarios a las partes para la imposición, modificación, sustitución o revocación de medidas cautelares o suspensión condicional del proceso. El Ministerio Público y la defensa, deberán recibir los reportes y la demás información que el Instituto de Servicios Previos al Juicio genere en el ejercicio de sus funciones. 

ARTÍCULO 187. Cuando un Juez haya impuesto alguna medida cautelar distinta a la prisión preventiva o haya aprobado la suspensión condicional del proceso dentro de una causa, deberá notificar la decisión al Instituto de Servicios Previos al Juicio, a efecto de que inicie la supervisión del imputado. En caso de incumplimiento de alguna o de la totalidad de las medidas cautelares, el Instituto deberá notificar a las partes. Tratándose de incumplimiento de las condiciones establecidas al imputado durante la suspensión condicional del proceso, el Instituto deberá notificarlo tanto a las partes como al Juez que las decretó. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

SEGUNDO. El período del actual presidente concluye al entrar en vigor el presente Decreto, por lo que el Pleno sesionará dentro de las siguientes cuarenta y ocho horas para hacer la designación del Presidente. Las funciones de Presidente, inmediatamente después de que entre en vigor este decreto, serán asumidas por la persona de mayor antigüedad en el cargo de magistrado, quien se encargará de convocar al Pleno y realizar la sesión en la que se elija al nuevo Presidente del Tribunal. En caso de que, por cualquier razón, no se lleve a cabo la designación de presidente dentro de las cuarenta y ocho horas, el magistrado decano, es decir, el de mayor antigüedad en el cargo, asumirá la presidencia por el tiempo que sea necesario y hasta que la elección del nuevo Presidente se realice. 

TERCERO.- Cualquier proceso de selección de jueces que se esté llevando a cabo en el momento de iniciación de la vigencia del presente decreto, deberá reponerse para el efecto de que se dé cumplimiento absoluto a lo dispuesto en este decreto.
CUARTO.- Con relación al Instituto de Servicios Previos al Juicio, para su óptimo funcionamiento se tomarán las previsiones financieras necesarias dentro del presupuesto de egresos. 

El Ejecutivo del Estado continuará desempeñando las funciones que le fueron atribuidas, hasta quedar integrado el Instituto de Servicios Previos al Juicio en su totalidad.

QUINTO.- Realícense las gestiones y medidas a que haya lugar para que el presente Decreto se publique de manera urgente en el Periódico Oficial del Estado en los términos de las disposiciones que resulten aplicables.

SEXTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.
D A D O en el Salón de Sesiones del Honorable Congreso del Estado, a los 10 días del mes de noviembre de 2016.

DIP. LAURA MÓNICA MARÍN FRANCO
PRESIDENTA
	DIP. MARÍA ISELA TORRES HERNÁNDEZ
SECRETARIA
	DIP. GUSTAVO ALFARO ONTIVEROS
VOCAL

	DIP. CARMEN ROCÍO GONZÁLEZ ALONSO
VOCAL
	DIP. MARIBEL HERNÁNDEZ MARTÍNEZ
VOCAL



La presente hoja de firmas corresponde al Dictamen relativo a la Iniciativa presentada el día 03 de noviembre de 2016, por el Diputado Miguel Francisco La Torre Sáenz, por medio de la cual propone reformar y adicionar diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.
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